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Eje temático: “ALCANCES, IMPACTOS Y DIFICULTADES”

Objetivo general:

Brindar herramientas conceptuales y operativas en la formación de actores sociales y gubernamentales, para una efectiva realización de los Derechos Humanos en el ámbito del Estado y su articulación con la sociedad. 
Destinatarios: ACTORES SOCIALES Y GUBERNAMENTALES.
Objetivos específicos

a) Reflexionar sobre las propias concepciones de Derechos Humanos.

b) Comprender las posibilidades de efectiva aplicación de los DDHH a través de la sociedad civil, las organizaciones y la participación publica.

c) Analizar detenidamente la normativa existente a nivel interno e internacional referida a los DDHH.

d) Detectar las los mecanismos de participación publica de la ciudadanía y el efectivo cumplimiento de los Derechos Humanos. 

e) Ensayar posibles soluciones a las distintas situaciones de vulneración de Derechos Humanos que podrían presentarse. 

f) Estudiar los casos testigos referidos presentados. 

g) Compartir experiencias de sus áreas de interés y proponer alternativas de trabajo conjunto.

h) Tomar conciencia de la responsabilidad del Estado y la sociedad en el efectivo cumplimiento de los ddhh.

FUNDAMENTACION 

El conocimiento,  la comprensión y el ejercicio de los mecanismos de promoción y protección de los DDHH, tanto gubernamentales como no gubernamentales son de vital importancia para coadyuvar al Estado en la efectiva realización de los mismos.

Además conocer los canales de protección de DDHH a nivel internacional  permite ampliar el universo de soluciones posibles, cuando se han agotado las vías internas.
Las ONG juntamente con los actores gubernamentales son pilares fundamentales para el desarrollo articulado de una conciencia cívica respecto de la protección de los DDHH. Su gestión asociada garantiza a los habitantes salir con mayor rapidez del estado de vulneración de sus derechos.

Para la promoción de los DDHH surge la necesidad de participación de la sociedad en aras a lograr la efectiva vigencia de los mismos y de esta manera propender a disminuir las situaciones de vulnerabilidad en que se encuentran bastos sectores sociales. 
El logro del  ideal de una sociedad plural, abierta y solidaria requiere de la formación en las temáticas a abordar. Los canales de promoción y protección permiten involucrar a la sociedad activamente para garantizar el respeto a sus derechos fundamentales.
Eje Temático: “ALCANCES, IMPACTOS Y DIFICULTADES”

Desarrollo esquemático.

2.1    Los mecanismos de promoción y protección de los DDHH gubernamentales y no gubernamentales. Alcances, impactos y dificultades.
2.1.1. Principales instrumentos jurídicos. Nacionales e internacionales que facilitan la promoción y protección de DDHH.

2.1.2  Sociedad Civil y Ampliación de Derechos en Argentina y America Latina. Estado de situación.

2.1.3. Buenas Practicas en la articulación de acciones publicas SCO ONGs.

2.2     Principales problemáticas locales vinculadas a los DDHH

2.2.1. Los DDHH en America Latina

2.2.2. El sistema interamericano de DDHH

2.3.    Estudio de casos. Desarrollo de líneas de acción y formas de articularlas.

2.3.1. Gestión asociada

2.3.2. Ciencia y tecnología  al servicio de DDHH

2.3.3. Principios rectores de DDHH. Libertades. Soberanía. Solidaridad y cooperación internacionales.

2.3.4  Desarrollo sustentable

2.3.5. Acceso equitativo.

2.3.6. Apertura y equilibrio. 
Metodología de trabajo

En forma coherente con la fundamentación teórica y los objetivos planteados, se ha optado por una metodología de trabajo basada en talleres. El taller es un ámbito de trabajo grupal que permite el desarrollo individual a través de la experiencia colectiva y se organiza a partir de actividades coordinadas por una o más personas. En el trabajo grupal se procurará apuntalar las características participativas y de construcción de conocimiento colectivo, reforzado por la comunicación de experiencias individuales y grupales como modo de construcción de posibles articulaciones y soluciones a los problemas planteados en forma participativa. No es suficiente contar con el compromiso coherente con los objetivos y la población, sino que resulta necesario garantizar que el taller no pierda sus características participativas y de construcción de conocimiento colectivo. Para esto se han seguido las siguientes pautas:

a) Se han programado actividades individuales y grupales alternadas con presentación de encuadres teóricos que ayuden de soporte a la construcción grupal de conocimientos.

b) Se ha previsto el estudio de casos testigos y el análisis de propuestas de estrategias para el cumplimiento de las obligaciones del Estado en su función de tutela de los DDHH

Calendario

Salta           29/10/10

Tucumán     15/11/10

Mendoza      20/11/10

San Luis       03/11/10

Equipo de trabajo

Lote 4:

Coordinador general: Víctor Duplancic

Coordinador de Actividad:  Rolando Rodriguez

Facilitadores: Romina Arienti, Celeste D’Inca.
Secuencia de trabajo

9.00 Acreditación

9:30 a 10.00 hs.: Presentación del Observatorio, del Programa General y de la Modalidad de Trabajo. (A cargo de la Secretaría de DDHH y/o del Observatorio Local).

10:00 a 10.30 hs.: Presentación de los capacitadores. Expectativas, temores y desafíos. Presentación de Objetivos propuestos para las jornadas. Presentación de los temas a tratar y ejes de trabajo. Presentación de los participantes. 

10:30 a 10:45 hs: Pausa- Café.

10:45 a 11.15 hs: Actividad 1 :1)  En base a sus conocimientos personales  respondan en su mesa de trabajo  individualmente: a) Conoce cuales son los mecanismo de promoción y protección de DDHH. b) en su caso conoce por su  experiencia las dificultades que los mismos generan c) que impacto social ocasionan. 2) Cotejar las respuestas en grupo.

11:15 a 12:00 hs: Encuadre teórico: Los mecanismos de promoción y protección de los DDHH gubernamentales y no gubernamentales. Alcances, impactos y dificultades. Principales instrumentos jurídicos. Nacionales e internacionales que facilitan la promoción y protección de DDHH.

12:00 a 13:00hs. Confrontación de la respuestas con las herramientas conceptuales incorporadas por el encuadre teórico. 
13:00 a 14:00 hs.: Tiempo para Almuerzo

14:00 a 15.30 hs: Actividad 2: a.- Dividir al auditorio en grupos. Cada grupo relata por escrito una situación concreta y local en la que se muestre dificultades en los mecanismos de promoción y protección de DDHH. 2.b Intercambio de los relatos en grupos operativos de máximo 5 personas. Puesta en común. A partir de lo surgido en la puesta en común se identificarán causas de las dificultades planteadas. Planteo de un posible eje de discusión: la efectiva vigencia de los DDHH en la concreta sociedad civil a la que pertenecen. 2.c. rol play en el que los agentes públicos actuaran como actores sociales y los actores sociales como agentes públicos en la respuesta al la situación concreta propuesta.

15:30 a 16:30 hs: Actividad. Análisis de estrategias posibles a plantear por parte de los actores sociales y gubernamentales para la efectiva promoción y protección de DDHH en grupos operativos de 5 personas.
16:30 a 16:45 hs. Pausa- Café.

16:45 a 17:45 hs: Encuadre teórico: Principios rectores de DDHH. Libertades. Soberanía. Solidaridad y cooperación internacionales
17:45 a 18.00 hs. Intercambio de cierre.

La corte internacional de DDHH. Mecanismos de protección.
Los derechos humanos son aquellas libertades, facultades, instituciones o reivindicaciones relativas a bienes primarios o básicos que incluyen a toda persona, por el simple hecho de su condición humana, para la garantía de una vida digna. Son independientes de factores particulares como el estatus, sexo, orientación sexual, etnia o nacionalidad; y son independientes o no dependen exclusivamente del ordenamiento jurídico vigente. Desde un punto de vista más relacional, los derechos humanos se han definido como las condiciones que permiten crear una relación integrada entre la persona y la sociedad, que permita a los individuos ser personas, identificándose consigo mismos y con los otros.

La Declaración Universal de los Derechos Humanos se ha convertido en una referencia clave en el debate ético-político actual, y el lenguaje de los derechos se ha incorporado a la conciencia colectiva de muchas sociedades. Sin embargo, existe un permanente debate en el ámbito de la filosofía y las ciencias políticas sobre la naturaleza, fundamentación, contenido e incluso la existencia de los derechos humanos; y también claros problemas en cuanto a su eficacia, dado que existe una gran desproporción entre lo violado y lo garantizado estatalmente.

CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS
Antecedentes
La Corte Interamericana de Derechos Humanosse instituyó en 1969 como parte de la Convención Americana sobre Derechos Humanos(Capítulo VII de la Parte II). Entró en vigor el 18 de julio de 1978, debido a que en ese momento se reunió el número de países establecido por el instrumento para el inicio de su vigencia y falló su primer caso en 1988. Desde ese momento, se produjo el proceso de establecimiento de una estructura judicial que tiene como misión principal, hacer eficaces los derechos humanos en el continente.

Organización de la Corte
El Estatuto de la Corte dispone que ésta es una institución judicial autónoma que tiene su sede en San José, Costa Rica, cuyo propósito es el de aplicar e interpretar la Convención. 

La Corte está integrada por siete jueces, nacionales de los Estados Miembros de la OEA. Actúan a título personal y son elegidos "entre juristas de la más alta autoridad moral, de reconocida competencia en materia de derechos humanos, que reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más elevadas funciones judiciales conforme a la leydel país del cual sean nacionales o del Estado que los proponga como candidatos" (artículo 52 de la Convención). Conforme al artículo 8 del Estatuto, el Secretario General de la OEA solicita a los Estados Partes en la Convención que presenten una lista con los nombres de sus candidatos para jueces de la Corte. De acuerdo con el artículo 53.2 de la Convención, cada Estado Parte puede proponer hasta tres candidatos. 

Los jueces son elegidos por los Estados Partes para cumplir un mandato de seis años. La elección se realiza en secreto y por mayoría absoluta de votos durante la sesión de la Asamblea General de la OEA inmediatamente anterior a la expiración del mandato de los jueces salientes. Las vacantes en la Corte causadas por muerte, incapacidad permanente, renuncia o remoción serán llenadas, en lo posible, en el siguiente período de sesiones de la Asamblea General de la OEA (artículo 6.1 y 6.2 del Estatuto).

Los jueces que terminan su mandato siguen conociendo de los casos a que ya se hubieren abocado y que se encuentren en estado de sentencia (artículo 54.3 de la Convención). 

Si fuere necesario para preservar el quórum de la Corte, los Estados Partes en la Convención podrán nombrar uno o más jueces interinos (artículo 6.3 del Estatuto). El juez que sea nacional de alguno de los Estados que sean partes en un caso sometido a la Corte, conservará su derecho a conocer del caso. Si uno de los jueces llamados a conocer de un caso fuera de la nacionalidad de uno de los Estados que sean partes en el caso, otro Estado Parte en el mismo caso podrá designar a una persona para que integre la Corte en calidad de juez ad hoc. Si entre los jueces llamados a conocer del caso ninguno fuera de la nacionalidad de los Estados Partes en el mismo, cada uno de éstos podrá designar un juez ad hoc (artículo 10.1, 10.2 y 10. 3 del Estatuto).

Los Estados son representados en los procesosante la Corte por agentes designados por ellos (artículo 21 del Reglamento). 

Los jueces están a disposición de la Corte, la cual celebra cada año los períodos ordinarios de sesiones que sean necesarios para el cabal ejercicio de sus funciones. También pueden celebrar sesiones extraordinarias, convocadas por el Presidente de la Corte (en adelante "el Presidente") o por solicitud de la mayoría de los jueces. Aunque no existe el requisito de residencia para los jueces en la sede de la Corte, el Presidente debe prestar permanentemente sus servicios (artículo 16 del Estatuto).

El Presidente y el Vicepresidente son elegidos por los jueces para un período de dos años y pueden ser reelegidos (artículo 12 del Estatuto).

Existe una Comisión Permanente de la Corte (en adelante "la Comisión Permanente") integrada por el Presidente, el Vicepresidente y los otros jueces que el Presidente considere conveniente de acuerdo con las necesidades del Tribunal. La Corte puede nombrar otras comisiones para tratar temas específicos (artículo 6 del Reglamento). 

La Secretaría funciona bajo la dirección de un Secretario, elegido por la Corte (artículo 14 del Estatuto). 

Competencias de la Corte
De acuerdo con la Convención, la Corte ejerce función jurisdiccional y consultiva. La primera se refiere a la resolución de casos en que se ha alegado que uno de los Estados Partes ha violado la Convención y la segunda a la facultad que tienen los Estados Miembros de la Organización de consultar a la Corte acerca de la interpretación de la Convención o "de otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados Americanos". También podrán consultarla, en lo que les compete, los órganos de la OEA señalados en la Carta de ésta.

La Competencia Contenciosa de la Corte
El artículo 62 de la Convención, que establece la competencia contenciosa de la Corte, dice lo siguiente: 

Todo Estado Parte puede, en el momento del depósito de su instrumento de ratificación o adhesión de esta Convención, o en cualquier momento posterior, declarar que reconoce como obligatoria de pleno derecho y sin convención especial, la competencia de la Corte sobre todos los casos relativos a la interpretación o aplicación de esta Convención. 

La declaración puede ser hecha incondicionalmente, o bajo condición de reciprocidad, por un plazo determinado o para casos específicos. Deberá ser presentada al Secretario General de la Organización, quien trasmitirá copias de la misma a los otros Estados Miembros de la Organización y al Secretario de la Corte.

La Corte tiene competencia para conocer de cualquier caso relativo a la interpretación y aplicación de las disposiciones de esta Convención que le sea sometido, siempre que los Estados Partes en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, ora por declaración especial, como se indica en los incisos anteriores, ora por convención especial.

Como los Estados partes pueden aceptar la competencia contenciosa de la Corte en cualquier momento, es posible invitar a un Estado a hacerlo para un caso concreto. De acuerdo con el artículo 61.1 de la Convención "sólo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de la Corte". El artículo 63.1 de la Convención incluye la siguiente disposición concerniente a los fallos de la Corte: Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte lesionada. 

El inciso 2 del artículo 68 de la Convención dispone que la parte "del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá ejecutar en el respectivo país por el procedimiento interno vigente para la ejecución de sentencias contra el Estado".

El artículo 63.2 de la Convención señala que: En casos de extrema gravedad y urgencia, y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las personas, la Corte, en los asuntos que esté conociendo, podrá tomar las medidas provisionales que considere pertinentes. Si se tratare de asuntos que aún no estén sometidos a su conocimiento, podrá actuar a solicitud de la Comisión.

El fallo emitido por la Corte es "definitivo e inapelable". Sin embargo, "en caso de desacuerdo sobre el sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a solicitud de cualquiera de las partes, siempre que dicha solicitud se presente dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notificación del fallo" (artículo 67 de la Convención). Los Estados Partes "se comprometen a cumplir la decisión de la Corte en todo caso en que sean partes" (artículo 68 de la Convención). 

La Corte somete a la Asamblea General en cada período ordinario de sesiones un informe sobre su labor, en el cual "de manera especial y con las recomendaciones pertinentes, de la Convención).

La Competencia Consultiva de la Corte
El artículo 64 de la Convención dice textualmente:

1. Los Estados Miembros de la Organización podrán consultar a la Corte acerca de la interpretación de esta Convención o de otros tratados concernientes a la protección de los derechos humanos en los Estados Americanos. Asimismo, podrán consultarla, en lo que les compete, los órganos enumerados en el Capítulo X de la Carta de la Organización de los Estados Americanos, reformada por el Protocolo de Buenos Aires. 

2. La Corte, a solicitud de un estado miembro de la Organización, podrá darle opiniones acerca de la compatibilidad entre cualquiera de sus leyes internas y los mencionados instrumentos internacionales. 

El derecho de solicitar una opinión consultiva no se limita a los Estados Partes en la Convención; todo Estado Miembro de la OEA tiene capacidad de solicitarla. 

Igualmente, la competencia consultiva de la Corte fortalece la capacidad de la Organización para resolver los asuntos que surjan por la aplicación de la Convención, ya que permite a los órganos de la OEA consultar a la Corte, en lo que les compete.

Reconocimiento de la Competencia Contenciosa de la Corte
Veinte Estados Partes han reconocido la competencia contenciosa de la Corte. Ellos son: Costa Rica, Perú, Venezuela, Honduras, Ecuador, Argentina, Uruguay, Colombia, Guatemala, Suriname, Panamá, Chile, Nicaragua, Trinidad y Tobago, Paraguay, Bolivia, El Salvador, Haití, Brasil y México.

Composición de la Corte
La corte se compone de siete jueces nacionales de los Estados Miembros de la Organización, de la más alta autoridad moral, de reconocida competencia en materia de derechos humanos, que reúnan las condiciones requeridas para el ejercicio de las más altas funciones judiciales conforme a la ley de su país (artículo 52 de la Convención).

Como puede observarse los jueces deben de al menos pertenecer a la un Estado miembro de la OEA (no necesariamente de un Estado parte en el Convención) y se les exige la más alta autoridad moral y conocimientos de sobre derechos humanos. Deberán ser abogados porque deben estar en condiciones de ejercer las funciones judiciales, a la luz de la legislación de su país de origen o de aquel que los propone.

Los jueces actúan a "título personal" es decir, no representan Estados ni tienen compromisos distintos con la administración de justicia y con la Corte. Esto garantiza su independencia y su solvencia moral.

Los jueces son propuestos por los Estados Partes y elegidos por ellos en votación secreta durante la Asamblea General de la Organización. Cada Estado puede proponer hasta tres jueces, pero solamente dos pueden tener la nacionalidad del proponente (Artículo 53 Convención).

El período de los jueces es de seis años pero pueden ser reelegidos una vez, para un máximo de doce años. Los jueces que sean elegidos para reemplazar a uno faltante definitivamente, es decir muerte, renuncian; antes de la expiración de su mandato, completarán el período de éste y podrán ser reelegidos por una vez. Los jueces seguirán conociendo los casos a que ya se hubieren abocado y que se encuentre en estado de sentencia, a cuyos efectos no serán sustituidos por los nuevos jueces elegidos para reemplazarlos. (Artículo 54, 54.3 Convención). 

· Jueces Ad HOC

Las disposiciones de la Corte están inspiradas, en alguna medida en las que rigen la Corte Internacional de Justicia, y en ellas aparece la institución de los jueces ad hoc, que los Estados designan en aquellos casos en que tienen interés y no tienen un juez de su nacionalidad (Artículo 55.2 Convención).

La Corte ha tenido jueces ad hoc en varios casos, con muy diversa experiencia. En efecto aunque la Convención diga que el juez ad hoc debe reunir las calidades señaladas para los jueces de planta (artículo 55.3) al menos en una oportunidad eso no ha sucedido y por esa razón, se han generado problemas internos.

Es explicable o al menos entendible que en la Corte Internacional de Justicia, que decide problemas entre Estados y relativos a la pura aplicación del derecho internacional, exista esta institución. Al fin y al cabo la Corte fue creada en 1919, en una época en la cual el concepto de soberanía privaba sobre todo.

En una Corte de Derechos Humanos la cuestión es mucho más dudosa, en efecto laos tratados de derechos humanos son aquellos en los cuales los Estados, no reciben una compensación a cambio de las obligaciones que asumen, y si aceptan la competencia de la Corte, lo cual implica un recorte a la soberanía pues deberían confiar en el tribunal plenamente. Si los Estados, por el otro lado no entendieran que las personas escogidas para la función de que ad hoc deben reunir las calidades que la Convención exige y los escogidos a su vez comprendieran que en virtud de su juramento (artículo 11 Estatuto), son jueces independientes y no abogados del Estado, la institución si bien seguiría sin justificarse no ocasionaría problemas en el seno de la Corte. 

· Juez Interino
El Estatuto estableció una categoría de jueces no prevista en la Convención, la de los jueces interinos elegidos por el Consejo Permanente de la OEA por los Estados Partes a solicitud del presidente de la Corte si fuera necesario para preservar el quórum de la misma (artículo 6.3) 

· Presidente y Vicepresidente.
El Presidente es la persona encargada de dirigir el trabajo de la Corte y tiene, en determinados casos, atribuciones para dicta Resoluciones, solo o previa consulta de la Comisión Permanente de la Corte, el Vicepresidente lo reemplaza en sus faltas absolutas y temporales (Estatuto, artículo12).

Composición actual 

Precedencia
La precedencia de la Corte se determina por la función (presidente-vicepresidente) la fecha de elección y la edad.

Los jueces tienen privilegios e inmunidades diplomáticas de los agentes diplomáticos concedidas automáticamente por los Estados Partes (Artículo 15.4 Estatuto) y por aquellos Estados miembros que las acepten y así como las contenidas en el Acuerdo de Privilegios e Inmunidades de la OEA de 15 del mayo de 1949 (Estatuto artículo 15.3).

En los términos de la Convención, esos privilegios e inmunidades son las que reconoce el derecho internacional (artículo 70 Convención). Es decir las que hoy contempla la Convención de Viena sobre Relaciones Diplomáticas del 18 de abril de 1961.

La Corte tiene un Acuerdo de sede con el gobierno de Costa Rica, suscrito el 10 de setiembre de 1981, el cual remite expresamente a la Convención de Viena (artículo 11). 

Con el objeto de garantizar la independencia e imparcialidad de los jueces, la Convención los exime de la responsabilidad por los votos u opiniones emitidas.

Incompatibilidades e Inhabilidades
El artículo 18 del Estatuto menciona los casos de funciones incompatibles con la de juez de la Corte;

Los miembros o altos funcionarios del poder Ejecutivo exceptuados los cargos que no impliquen subordinación jerárquica ordinaria, así como los de agentes diplomáticos que no sean jefes de Misión ante la OEA o ante cualquiera de sus Estados Miembros.

Los de funcionarios de organismos internacionales.

Cualesquiera otros cargos o actividades que impidan a los jueces cumplir sus obligaciones, o que afecten su independencia, imparcialidad, la dignidado prestigio de su cargo. 

Este último garantiza la independencia de la Corte. Es esta la que debe decidir en caso de duda, pero obviamente para evitas roces y confrontaciones son los Estados, al proponer los candidatos los que deben tener presentes estas inhabilidades.

En cuanto a inhabilidades, éstas se suscitan por haber intervenido o tener interés en un caso. Las excusas se presentan ante el presidente quien está facultado para decidir, pero si hubiere diferencias la Corte decide. También el propio Presidente puede suscitar el problema que en definitiva será resuelto por la Corte. (Artículo 19 Estatuto). 

Los jueces y el personal de la Corte deberán, como es natural y obvio observar una conducta acorde con la investidura y responder por ella y por la negligencia en el incumplimiento de sus funciones ante la propia Corte, que está facultada para solicitar a la Asamblea de la OEA la aplicación de la potestad disciplinaria.

Según el Estatuto esa potestad corresponde a la Asamblea General de la OEA, y no a los Estados partes, como es lo usual en los artículos de la Convención que transfieren alguna competencia a los Estados. 

Régimen Disciplinario
El Reglamento en su artículo sexto establece la Comisión Permanente de la Corte, encargada de asistir al Presidente en sus funciones.

La Comisión permanente se compone del propio Presidente, Vicepresidente, uno o dos jueces designados por el Presidente.

Algunos artículos del Reglamento obligan al presidente a consultarle a la Comisión.

En la práctica los presidentes de la Corte, han estado inclinados a tomar todas las decisiones de importancia previa consulta con los jueces, o al menos con la Comisión Permanente. El mismo artículo sexto permite al Presidente en casos de emergencia crear comisiones obre asuntos específicos.

Competencia
La estructura de la Corte Interamericana está inspirada en la de la Corte Internacional y como tal, tiene dos competencias;

Jurisdicción Contenciosa
a) Aceptación de la competencia: De acuerdo al artículo 61.1 de la Convención Americana sobre los Derechos Humanos; " solo los Estados Partes y la Comisión tienen derecho a someter un caso a la decisión de la Corte". La aceptación de la competencia es opcional o facultativa y puede ser hecha por los Estados a través de una declaración separada especial e incondicionalmente bajo condición de reciprocidad, por un período específico o para un caso específico (artículo 61.2 Convención).

Para someter un caso a la decisión de la Corte no es necesario que el Estado Parte haya aceptado la competencia, aunque es evidente que tal requisito se exige para el Estado demandado y si éste hubiere aceptado pero bajo condición de reciprocidad, el requisito se traslada también al demandante. No obstante, una vez iniciado el procedimiento, el Estado demandante también deberá aceptar la competencia pues estará sometido a los reglamentos de la Corte.

b) Procedimientos ante la Comisión: Antes de abordar un caso, la Corte debe asegurarse de que los trámites ante la Comisión (artículos 48 a 50) se hayan cumplido (Convención artículo 61.2). En el caso Viviana Gallardo et.al (Res. G-101/81), la Corte declaró inadmisible la petición del Gobierno de Costa Rica, que formalmente había resignado los procedimientos ante la Comisión, haciendo expreso que tales procedimientos están establecidos como salvaguardia para los individuos.

Esto no convierte a la Corte en instancia de la Comisión, porque ésta no es un órgano jurisdiccional. La Corte es tribunal de única instancia que decide " si hubo violación de un derecho o libertad protegidos en la Convención" (artículo 63.1) una vez que los Estados Partes o la Comisión le sometan el caso (artículo 61.1, artículo 50 del Reglamento de la Comisión) la Comisión tiene una función investigadora de los hechos denunciados como violación de los derechos humanos consagrados en la Convención, que es necesario cumplir en todas las hipótesis, a menos que se trate de un caso de mero derecho.

Es también el órgano ante el cual el Estado afectado suministra inicialmente las informaciones y alegatos que estime pertinentes. Pero es además, y esto constituye un aspecto fundamental de su papel dentro del sistema, el órgano competente para recibir denuncias individuales, es decir, ante el cual pueden acudir para presentar sus quejas y denuncias las víctimas de violaciones de derechos humanos y las otras personas señaladas en el artículo 44 de la Convención.

Sin embargo como la competencia de la Corte se refiere únicamente a violaciones de derechos humanos (artículo 44-45 Convención) y en cambio, la de la Corte comprende también la interpretación y aplicación de las disposiciones de la Convención" (Artículo 62.3 de la Convención) resultaría posible a un Estado someter a la Corte, de manera directa, un caso referente a otros asuntos diferentes a violación de derechos humanos, como sería lo referente a las inmunidades diplomáticas de los miembros de la Comisión. 

c) Papel de la Comisión ante la Corte: La Comisión comparecerá en todos los casos ante la Corte" según el artículo 57 de la Convención; la Comisión actúa en defensa de la persona humana víctima de una violación de los derechos y por ello la representa.

La Comisión es además, el órgano del sistema de protección, que cumple una clara función de Ministerio público del sistema, es decir investiga los hechos y acusa, llegado el caso a los Estados ante la Corte. 

d) El fallo y su interpretación: Cuando se haya comprobado una violación, la Corte producirá el fallo, definitivo y no sujeto a apelación, pero sí a interpretación por la misma Corte a solicitud de cualesquiera de las partes de conformidad con el artículo 67 de la Convención.

El Estatuto de la Corte Internacional de Justicia contempla la facultad de interpretación (artículo 60) y el recurso de revisión (artículo 61), este último " cuando se basa en el descubrimiento de un hecho de naturaleza decisiva, hecho que no era conocido, cuando se produjo el fallo, por la parte que pide la revisión, siempre y cuando su ignorancia no se deba a negligencia" lo cual corresponde igualmente a la práctica de otras cortes internacionales y de tribunales de arbitraje.

Este recurso no existe explícitamente, sin embargo que en el de la Corte Interamericana, aunque llegado, el caso la Corte habría de aplicarlo en virtud del derecho internacional general.

e) Contenido: De conformidad con el artículo 63 de la Convención. El fallo dispondrá asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha configurado la vulneración de esos derechos, y si fuere el caso el pago de una justa indemnización. A su vez el artículo 68.2 dispone que la parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se pueda ejecutar en el respectivo país por el procedimiento interno vigente para la ejecución de sentencias contra el Estado.

La indemnización es de acuerdo con lo anterior, el sistema para que la protección de los derechos humanos no se quede en mera condena moral y es también lo que distingue a la Convención Americana de la Europea, que carece de una disposición similar. Es obvio sin embargo que no siempre, ni en todos los eventos, un fallo contendrá tal disposición pues en muchos basta el regreso al statu quo anterior o la orden de cesar en una violación.

f) Medidas provisionales: Una parte muy importante de esta jurisdicción contenciosa son las medidas provisionales que la Corte pueda adoptar, en casos de extrema gravedad y urgencia y cuando se haga necesario evitar daños irreparables a las personas. (Artículo 63 de la Convención). La Corte puede aplicar dichas medidas en los casos en que tenga ante sí para resolver o en asuntos que aún no sometidos a su conocimiento así lo solicite la Comisión. 

g) Informe Anual: En su informe anual a la Asamblea General de la OEA la Corte señalará los casos en que un Estado Parte no haya dado cumplimiento a sus fallos (Artículo 65 de la Convención) y hará las recomendaciones pertinentes. De acuerdo con el artículo 68 los Estados Partes de la Convención se comprometen a cumplir la decisión de la Corte. 

Jurisdicción Consultiva
La Corte puede ser consultada de acuerdo con el artículo 64 de la Convención por todos los Estados Miembros de la OEA y por todos los órganos mencionados en el capítulo X de la Carta. La Comisión es uno de estos órganos. 

a) Objeto de la Interpretación: La Corte puede dar opiniones en relación con la interpretación de la Convención " o de otros tratados concernientes a la protección de los Derechos Humanos en los Estados Americanos" (artículo 64 de la Convención). La expresión "otros tratados" fue interpretada por la misma Corte en el sentido que se refiere a " toda disposición concerniente a la protección de los derechos humanos, de cualquier tratado internacional aplicable en los Estados Americanos, con independencia de que sea bilateral o multilateral, de cual sea su objeto principal o de que sean o puedan ser partes del mismo Estado ajeno al sistema interamericano. La Corte podrá abstenerse de responder una consulta si aprecia que la petición excede los límites de su función".

Procedimiento de las opiniones consultivas: el artículo 55 del Reglamento dispone que la Corte aplicará al trámite de las opiniones consultivas las disposiciones del Título II del reglamento; que se refieren a los casos contenciosos; en la medida en que las juzgue compatibles.

Sobre este tema la Corte opinó que no hay nada en la Convención que sirva para fundamentar la extensión de los requisitos para el ejercicio de su jurisdicción contenciosa de la Corte al ejercicio de la función consultiva. Es muy claro más bien, que el ejercicio de la competencia consultiva de la Corte está sometida a sus propios pre-requisitos que se refieren a la identidad y a la legitimación reconocidas a los entes con derecho a solicitar una opinión, es decir a los Estados miembros y los órganos de la OEA, en lo que les compete.

IV. MECANISMOS Y PROCEDIMIENTOS PARA LA

PROTECCION DE LOS DERECHOS HUMANOS

1. MECANISMOS DE PROTECCION Y PROCEDIMIENTOS PARA LA

DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS EN EL SISTEMA NACIONAL

La Constitución Nacional dice que él más alto deber del Estado consiste en respetar y hacer respetar los derechos humanos que garantiza esta Constitución. La constitución garantiza los derechos humanos a través de: Debido Proceso, Hábeas

Corpus, Hábeas Data y Amparo.

2. MECANISMOS DE PROTECCION Y PROCEDIMIENTOS PARA LA

DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS EN EL SISTEMA REGIONAL

AMERICANO

2.1 COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

El Art. 48 de la Convención Americana de Derechos Humanos, define el

procedimiento ante la Comisión:

1. La Comisión, al recibir una petición o comunicación en la que se alegue

la violación de cualquiera de los derechos que consagra esta Convención,

procederá en los siguientes términos:

a) Sí reconoce la admisibilidad de la petición o comunicación solicitará

informaciones al Gobierno del Estado al cual pertenezca la autoridad señalada

como responsable de la violación alegada, transcribiendo las partes pertinentes

de la petición o comunicación. Dichas informaciones deben ser enviadas

dentro de un plazo razonable, fijado por la Comisión al considerar las

circunstancias de cada caso;

b) Recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean

recibidas, verificará si existen o subsisten los motivos de la petición o

comunicación. De no existir o subsistir, mandará archivar el expediente;

c) Podrá también declarar la inadmisibilidad o la improcedencia de la petición o

comunicación, sobre la base de una información o prueba sobrevinientes;

d) Sí el expediente no se ha archivado y con el fin de comprobar los hechos, la

Comisión realizará, con conocimiento de las partes, un examen del asunto

planteado en la petición o comunicación. Si fuere necesario y conveniente, la

Comisión realizará una investigación para cuyo eficaz cumplimiento solicitará, y

los Estados interesados le proporcionarán, todas las facilidades necesarias;

e) Podrá pedir a los Estados interesados cualquier información pertinente y

recibirá, si así se le solicita, las exposiciones verbales o escritas que presenten

los interesados;

f) Se pondrá a disposición de las partes interesadas, a fin de llegar a una

solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos

reconocidos en esta Convención.

2. Sin embargo, en casos graves y urgentes, puede realizarse una

investigación previo consentimiento del Estado en cuyo territorio se alegue

haberse cometido la violación, tan sólo con la presentación de una petición o

comunicación que reúna todos los requisitos formales de admisibilidad.

El Art. 49 dice que si se ha llegado a una solución amistosa con arreglo a las

disposiciones del inciso 1.f. del artículo 48, la Comisión redactará un informe

que será transmitido al peticionario y a los Estados Partes en esta Convención

y comunicado después, para su publicación, al Secretario General de la

Organización de los Estados Americanos. Este informe contendrá una breve

exposición de los hechos y de la solución lograda. Si cualquiera de las partes

en el caso lo solicitan, se les suministrará la más amplia información posible.

Según el Art. 50:

1. De no llegarse a una solución, y dentro del plazo que fije el Estatuto de la

Comisión, ésta redactará un informe en el que expondrá los hechos y sus

conclusiones. Si el informe no representa, en todo o en parte, la opinión

unánime de los miembros de la Comisión, cualquiera de ellos podrá agregar a

dicho informe su opinión por separado. También se agregarán al informe las

exposiciones verbales o escritas que hayan hecho los interesados en virtud del

inciso 1.e. del artículo 48.

2. El informe será transmitido a los Estados interesados, quienes no estarán

facultados para publicarlo.

3. Al transmitir el informe, la Comisión puede formular las proposiciones y

recomendaciones que juzgue adecuadas.

De acuerdo al Art. 51:

1. Si en el plazo de tres meses, a partir de la remisión a los Estados

interesados del informe de la Comisión, el asunto no ha sido solucionado o

sometido a la decisión de la Corte por la Comisión o por el Estado interesado,

aceptando su competencia, la Comisión podrá emitir, por mayoría absoluta de

votos de sus miembros, su opinión y conclusiones sobre la cuestión sometida a

su consideración.

2. La Comisión hará las recomendaciones pertinentes y fijará un plazo dentro

del cual el Estado debe tomar las medidas que le competan para remediar la

situación examinada.

3. Transcurrido el período fijado, la Comisión decidirá, por la mayoría absoluta

de votos de sus miembros, si el Estado ha tomado o no medidas adecuadas y

si publica o no su informe.

2.2 CORTE INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS

El Art. 66 de la Convención Americana de Derechos Humanos, dice:

1. El fallo de la Corte será motivado.
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2. Si el fallo no expresare en todo o en parte la opinión unánime de los jueces,

cualquiera de éstos tendrá derecho a que se agregue al fallo su opinión

disidente o individual.

De acuerdo al Art. 67, el fallo de la Corte será definitivo e inapelable. En caso

de desacuerdo sobre el sentido o alcance del fallo, la Corte lo interpretará a

solicitud de cualquiera de las partes, siempre que dicha solicitud se presente

dentro de los noventa días a partir de la fecha de la notificación del fallo.

Según el Art. 68:

1. Los Estados Partes en la Convención se comprometen a cumplir la decisión

de la Corte en todo caso en que sean partes.

2. La parte del fallo que disponga indemnización compensatoria se podrá

ejecutar en el respectivo país por el procedimiento interno vigente para la

ejecución de sentencias contra el Estado.

El Art. 69 estipula que el fallo de la Corte será notificado a las partes en el caso

y transmitido a los Estados partes en la Convención.

3. MECANISMOS DE PROTECCION Y PROCEDIMIENTOS PARA LA

DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS EN EL SISTEMA UNIVERSAL

Las Naciones Unidas contempla varios mecanismos y procedimientos para la

defensa de los derechos humanos: Comisión de Derechos Humanos, Comité

de Derechos Humanos, Relator Especial y Procedimientos 1235 y 1503.

3.1 COMISION DE DERECHOS HUMANOS (11)

La Comisión de Derechos Humanos es el principal órgano normativo

intergubernamental sobre los derechos humanos. Se reúne una vez al año en

Ginebra durante seis semanas (de marzo a abril).

La Comisión de Derechos Humanos presenta ante la Asamblea General

propuestas, recomendaciones e informes sobre los derechos humanos.

Integrada por 53 Estados Miembros elegidos por períodos de tres años, por

numerosos Estados observadores y por organizaciones no gubernamentales

(ONG), la Comisión es un foro en el que los Estados y las organizaciones

intergubernamentales y las ONG expresan su preocupación sobre cuestiones

de derechos humanos. La Comisión de Derechos Humanos vigila que los

Estados observan los derechos humanos e investiga las presuntas violaciones

cometidas en todo el mundo.

Tanto los Estados como las ONG con estatuto consultativo presentan

información ante la Comisión sobre situaciones de interés para ellos. La

Comisión adopta, cada año, resoluciones sobre la situación de los derechos

humanos en el mundo. Los mecanismos y procedimientos establecidos por la

Comisión de Derechos Humanos para las misiones de investigación incluyen
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grupos de trabajo y relatores especiales, son los llamados mecanismos

extraconvencionales.

Desde principios de los años noventa, la Comisión se ha concentrado en la

necesidad para los Estados de obtener servicios consultativos y una asistencia

técnica para la promoción de los derechos económicos, sociales y culturales,

incluido el derecho al desarrollo y el derecho a un nivel de vida adecuado; para

la protección de los derechos de grupos sociales vulnerables, por ejemplo los

derechos de las minorías y de los pueblos autóctonos; y para la protección de

los derechos del niño así como la promoción de los derechos de la mujer.

La Comisión se ve ayudada por varios órganos subsidiarios, como la

Subcomisión de Promoción y de Protección de los Derechos Humanos.

Integrada por 26 expertos, la Subcomisión se reúne cuatro semanas (en

agosto) cada año en Ginebra. Ha creado unos grupos de trabajo y ha

nombrado relatores especiales para ayudarla en el cumplimiento de sus tareas.

La Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, integrada por 32

miembros, entrega sus trabajos al Consejo Económico y Social y le dirige sus

recomendaciones sobre los derechos de la mujer. Su objetivo es la promoción

de los derechos de la mujer en el ámbito político, económico, social y

educativo. La Comisión se reúne en Nueva York.

3.2 MECANISMO 1235 (12)

Más que un procedimiento, es el marco general que utiliza la Comisión para

examinar las violaciones masivas y sistemáticas a los derechos humanos.

Ante la falta de efectividad del procedimiento 1503, muchas de las denuncias

son tratadas en el marco del 1235, que no requiere del consentimiento del

Estado cuestionado para el establecimiento de un órgano especial de

investigación.

Es posible denunciar violaciones masivas y sistemáticas a los derechos

humanos en un país, violación de un derecho en el ámbito mundial, y tramitar

peticiones individuales por razones humanitarias.

Cualquier persona, grupo u Organización No Gubernamental (ONG) puede

presentar una comunicación escrita. No obstante, en caso de denuncia oral

frente a la Comisión o Subcomisión anteriormente mencionadas, solamente

tienen la facultad para hacerlo las ONGs con status consultivo ante al Sistema

Económico y Social (ECOSOC) de las Naciones Unidas.

De acuerdo con la naturaleza de las denuncias, la respuesta puede ser la

conformación de un grupo ad hoc o la designación de un relator especial para

el estudio de la situación. Existen también las denuncias públicas ante la

Comisión. En general, debe tratarse de denuncias que afecten a un

conglomerado, aunque puede aceptarse la denuncia de violación de un

derecho individual, siempre que se demuestre que el caso ilustra una situación

que afecta a un número considerable de personas.
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Sólo pueden presentar denuncias públicas las ONGs con status consultivo ante

la ONU. No se admiten aquellas que estén siendo conocidas a través del

procedimiento 1503.

La denuncia oral se recepta en sesión pública de la Comisión. El resultado de

la denuncia depende de la publicidad en la prensa. A mayor difusión, mayor

presión ejercerá la comunidad internacional sobre el Estado infractor.

3.3 MECANISMO 1503 (13)

Un examen preliminar de la denuncia es realizado por la Subcomisión de

Prevención de Discriminaciones y Protección a las Minorías antes de pasar a la

Comisión, que determina si se debe tomar alguna acción al respecto.

Es posible denunciar violaciones masivas, es decir de carácter colectivo, y

sistemáticas a los derechos humanos, que afecten a la población en general, o

cualquier violación reiterada o sistemática de un derecho o libertad

fundamental. Las denuncias pueden ser presentadas por cualquier persona

o grupo ante el Centro de Derechos Humanos en Ginebra y no pueden ser

anónimas ni basarse sustancialmente en informaciones periodísticas. Este

procedimiento no admite denuncias examinadas previamente por otro

mecanismo de la ONU, ni sobre violaciones que estén bajo la competencia de

otros organismos especializados. Además, el denunciante debe demostrar que

ha agotado los recursos internos.

Una vez aceptada la denuncia y previo consentimiento del Estado en cuestión,

se nombra a un experto o a un comité especial encargado de investigar la

situación confidencialmente y, en la búsqueda de soluciones, se realizan

negociaciones confidenciales con la autoridad.

Qué es el procedimiento 1503

El procedimiento 1503 es un mecanismo universal. Es aplicable respecto a

todos los países del mundo.

El procedimiento 1503 recibe su nombre tras la resolución de la Comisión de

Derechos Humanos de las Naciones Unidas que lo estableció. Permite que 2

organismos de la ONU (la Subcomisión para la promoción y protección de los

derechos humanos y la Comisión de Derechos Humanos) examinen las quejas

que muestren patrones consistentes de violaciones de los derechos humanos

graves y confirmadas de forma fiable recibidas de individuos u ONGs.

Para mostrar un patrón consistente, la comunicación deberá hacer referencia

a un número sustancial de violaciones contra diferentes individuos. En el

pasado, la Comisión de derechos humanos decidió que 6 ó 7 casos de

detención administrativa prolongada eran suficientes para mostrar un patrón

consistente.

Son violaciones graves las violaciones muy serias de los derechos humanos.

Estas incluyen la tortura, las desapariciones forzadas, las ejecuciones
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extrajudiciales (asesinatos), las ejecuciones arbitrarias o sumarias (por ejemplo

ejecutando la pena de muerte tras un juicio injusto), el encarcelamiento

arbitrario generalizado o la detención prolongada sin cargos ni juicio, y la

denegación generalizada del derecho a abandonar un país.

Las alegaciones de violaciones deberán ser confirmadas de forma fiable,

esto es, estar respaldadas por una evidencia creíble.

La violación de cualquiera de los derechos humanos garantizados por la

Declaración Universal de los Derechos Humanos podrá ser examinada con

este procedimiento.

Características principales y utilidad del procedimiento

Este procedimiento presenta 2 características principales. Examina la

situación de los derechos humanos en países específicos, y es

confidencial.

Este procedimiento examina la situación de los derechos humanos en los

diferentes países. No examina casos individuales.

Cuando se recibe un gran número de casos individuales que, juntos, parecen

mostrar un patrón de violaciones de los derechos humanos graves y

confirmadas de forma fiable, la ONU puede decidir examinar la situación en ese

país.

Este procedimiento es útil si se tiene la evidencia de un número importante de

violaciones contra diferentes individuos, o de una violación grave de los

derechos humanos contra una persona, y se desea llamar la atención sobre la

situación de los derechos humanos en un país en particular, en lugar de sobre

un caso individual, porque:

- Se piensa que la ONU se debería centrar en los problemas de fondo del país

más que en un caso individual.

- La víctima de la violación desea que la ONU examine la situación en el país

antes que los detalles de lo que le ocurrió a él/ella.

Este procedimiento no es útil si usted, o la persona a la que usted representa,

ha sido víctima de una violación de los derechos humanos y desea que un

mecanismo internacional investigue el caso. Si busca este tipo de mecanismo,

el procedimiento 1503 no es lo más apropiado para usted. Existen otros

mecanismos para el efecto.

En sus primeras fases, el procedimiento 1503 es confidencial. Incluye

comunicaciones entre la ONU y el estado examinado que no se hacen

públicas. Los individuos u ONGs que presentan quejas no son informados de

ninguna acción emprendida relativa a las mismas. Normalmente, la única

comunicación que reciben de la ONU es una carta reconociendo la recepción

de su queja.
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La naturaleza confidencial del procedimiento 1503 tiene 2 consecuencias

primordiales:

- Una vez que un grupo de quejas individuales son examinadas por la ONU

con este procedimiento confidencial, el estado en cuestión puede argumentar

que estas quejas individuales no deberán ser examinadas por otros

mecanismos públicos al mismo tiempo. Por lo tanto, si presenta una queja o

una serie de quejas con este procedimiento, y a continuación intenta presentar

esas mismas quejas a otros mecanismos (como el informador especial), el

estado en cuestión podrá protestar y pedir a estos mecanismos que no las

acepten.

- No se harán públicos los detalles del análisis de la ONU a un país con este

procedimiento hasta la fases finales del mismo. El retraso mínimo dentro del

cual pueden tener lugar las fases finales es de 1 año a partir de que la ONU

reciba por primera vez la comunicación individual. Por lo tanto, no habrá

ninguna publicidad sobre ningún análisis que la ONU pudiera emprender

durante al menos un año.

Este procedimiento no es útil sí tiene previsto enviar su queja a varios

mecanismos diferentes, o si su objetivo primordial es conseguir publicidad para

su queja, pues únicamente un pequeño número de análisis llevados a cabo con

este procedimiento se hacen públicos finalmente. En estas circunstancias, el

procedimiento 1503 puede que no sea el mecanismo apropiado para usted.

Qué puede hacer el procedimiento 1503 para ayudarle

Un análisis de la situación de los derechos humanos en un país por parte de la

Comisión de Derechos Humanos de la ONU con este procedimiento puede dar

como resultado que se emprenda la siguiente acción:

- La Comisión puede decidir nombrar un experto independiente para observar

la situación en el país en cuestión.

- La Comisión puede decidir detener el análisis con el procedimiento 1503

confidencial y remitirlo a su procedimiento público. Con su procedimiento

público (conocido como el procedimiento 1235), la Comisión puede adoptar

resoluciones que condenen o expresen su preocupación sobre la situación de

los derechos humanos en el país. También puede decidir nombrar un

informador o representante especial para analizar la situación de los derechos

humanos en un país o examinar un problema particular sobre derechos

humanos.

- La Comisión puede decidir mantener la situación en un país bajo examen

(esto es, continuar su análisis) si se ha recibido más información relativa a la

situación de los derechos humanos en el estado en cuestión desde el estado o

personas individuales. Tras continuar el análisis, puede decidir detenerlo dicho

análisis o emprender alguna de las acciones descritas anteriormente.
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- En la Comisión, los nombres de los estados que están siendo examinados

con el procedimiento 1503 se anuncian públicamente. Esto puede ser

políticamente embarazoso para los estados en cuestión.

- Finalmente, la comisión puede decidir (y a veces decide) simplemente

finalizar su análisis de la situación en un país y no emprender ninguna acción.

Cómo funciona el procedimiento (procedimiento formal)

Paso 1

El personal de la ONU en Ginebra recibe todas las quejas enviadas a dicha

organización con el procedimiento 1503. Rechazan las quejas que consideran

que no cumplen los criterios de admisibilidad.

Si el personal de la ONU piensa que una queja podría ser admisible, la envían

al estado contra el cual se ha presentado la queja. El estado tiene entonces 12

semanas para responder y dar su punto de vista sobre si piensa que la ONU

debería aceptar la queja. Es importante tener en cuenta que el autor de la

queja (la persona que la presentó) puede permanecer en el anonimato si hace

constar claramente en la misma que no desea que su identidad sea revelada al

gobierno en cuestión. Estas quejas y cualquier respuesta recibida del gobierno

se envían a continuación al Grupo de trabajo sobre comunicaciones de la ONU.

La ONU envía una carta reconociendo la recepción de la queja a su autor.

Paso 2

El grupo de trabajo sobre comunicaciones de la ONU se reúne únicamente una

vez al año (normalmente en agosto). Tiene en cuenta todas las quejas y

respuestas del gobierno que le han sido enviadas. Si el grupo de trabajo

considera que alguna de las quejas revela una mala situación de los derechos

humanos (p. ej. un patrón consistente de violaciones graves y confirmadas de

forma fiable de los derechos humanos) en un país concreto, puede remitir su

análisis de la “situación” en ese país al Grupo de trabajo sobre situaciones.

La ONU informa a todos los estados examinados por el grupo de trabajo sobre

comunicaciones acerca de cualquier acción emprendida referente a ellos. Los

autores de las quejas no son informados de ningún progreso relativo a las

mismas.

Paso 3

El Grupo de trabajo sobre situaciones se reúne únicamente una vez al año

(normalmente en marzo) para examinar las “situaciones” del país a las que ha

hecho referencia el Grupo de trabajo sobre comunicaciones. Si el Grupo de

trabajo sobre situaciones considera que existe una mala situación evidente en

un país, puede remitir su análisis de la situación a la Comisión de Derechos

Humanos de la ONU. También puede aconsejar las acciones que la comisión

debería emprender para mejorar la situación en el país.
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Paso 4

La Comisión de Derechos Humanos de la ONU examina la “situación” del país

a la que se ha hecho referencia por parte del Grupo de trabajo sobre

situaciones. La comisión se reúne únicamente una vez al año (normalmente en

abril), y sus análisis de las situaciones de los países se llevan a cabo en sesión

cerrada (esto es, no abiertas al público).

A estas sesiones cerradas asisten representantes de estado de los miembros

de la comisión y de los países examinados. Estos representantes oficiales

discuten la situación de los derechos humanos en el país. Las discusiones se

basan en informes recopilados por los 2 grupos de trabajo que han examinado

la situación en el país en cuestión tal como se describe anteriormente en los

pasos 2 y 3. Al final de estas discusiones, la comisión puede decidir

emprender alguna acción para denunciar la situación en un país concreto.

Quiénes son los que examinan las quejas con el procedimiento 1503

Las quejas con este procedimiento son examinadas por una serie de

organismos.

Grupo de Trabajo sobre Comunicaciones

Hay 5 miembros del grupo de trabajo, cada uno de ellos de los siguientes

grupos regionales; África, Asia, Latinoamérica, Europa oriental, Europa

occidental. Están nombrados por la Subcomisión de Derechos Humanos de la

ONU, que está compuesta a su vez por 26 miembros nombrados por la

Comisión de Derechos Humanos de la ONU. Aunque están nombrados por

estados, los miembros de la subcomisión están designados para actuar

respecto a su capacidad individual.

Grupo de Trabajo sobre Situaciones

Este grupo de trabajo está compuesto por 5 personas, cada una de uno de los

5 grupos regionales nombrados por la Comisión de Derechos Humanos de la

ONU.

Comisión de Derechos Humanos de la ONU

La Comisión de Derechos Humanos de la ONU está compuesta por

diplomáticos en representación de 53 estados miembros. Cuando se reúne en

sesión a puerta cerrada para examinar situaciones de países con el

procedimiento 1503, asisten representantes de cada uno de los 53 estados, así

como representantes de los estados examinados mediante el procedimiento

1503. Los estados examinados no tienen que ser miembros de la comisión

para asistir a la sesión a puerta cerrada.

Los representantes de los estados examinados asisten a la sesión a puerta

cerrada para defender a su estado e intentar evitar que la comisión emprenda

acciones contra ellos.
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Quién puede presentar una queja

Las quejas pueden ser presentadas por: individuos o grupos de individuos que

afirmen ser víctimas de violaciones de los derechos humanos; cualquier

persona o grupo de personas que tenga conocimiento directo y fiable de

violaciones, u organizaciones no gubernamentales que tengan conocimiento

directo y fiable de violaciones de los derechos humanos. Las quejas anónimas

no serán aceptadas por la ONU.

Cómo presentar una queja

1. Criterios de admisibilidad

No existe un procedimiento formal para presentar una queja con el

procedimiento 1503. No obstante, una queja debe cumplir los criterios de

admisibilidad. Estos criterios describen la información que se debe incluir y la

que no se debe incluir. Los criterios de admisibilidad son los siguientes:

Qué se debe incluir en la queja:

- El nombre del autor de la queja, esto es, la(s) persona(s) u

organización/organizaciones que presenta(n) la queja. En la queja se deberá

hacer constar claramente si el autor desea permanecer en el anonimato. No

obstante, se deberá tener en cuenta que, por mucho cuidado que tenga la

ONU, un estado aún puede averiguar el nombre del autor de una queja (tanto

por los hechos de la queja como por otra fuente).

- La queja deberá mostrar la existencia de un patrón consistente de violaciones

de los derechos humanos graves y confirmadas de forma fiable.

- La queja deberá contener una descripción de los hechos, incluyendo: la

identificación de las supuestas víctimas, la identificación de los supuestos

autores de las violaciones, y una descripción detallada de los incidentes en los

que se produjeron las supuestas violaciones. Esta descripción deberá intentar

mostrar un patrón consistente de las violaciones.

- La queja deberá incluir una prueba clara de la violación. Por ejemplo:

declaraciones escritas de las víctimas o sus familiares describiendo la

violación, declaraciones escritas de otros testigos de la violación, o un informe

médico que describa los daños resultantes de dicha violación. Estas pruebas

se pueden incluir en el texto de la queja o adjuntarse a ella como anexo.

- La queja deberá hacer constar qué derechos han sido violados. Esto puede

parecer obvio, pero deberá indicar claramente qué artículo de la Declaración

Universal de los Derechos Humanos considera que ha sido violado.

- La queja deberá incluir una declaración de intenciones, esto es, las razones

por las que ha presentado la queja. Es suficiente con decir que está “buscando

una acción de la ONU que ponga fin a las violaciones de los derechos

humanos reveladas en la queja”.
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- La queja deberá explicar cómo han sido agotados los recursos nacionales.

Qué no se debe incluir en la queja:

- La queja no deberá contener lenguaje ofensivo ni observaciones insultantes

acerca del estado en cuestión, y no deberá mostrar motivaciones políticas.

Esto quiere decir que no deberá desafiar la legitimidad del gobierno en cuestión

como tal, sino ceñirse a los hechos de la queja.

- La queja no deberá estar basada únicamente en informes de los medios de

comunicación de masas. La queja no deberá ser inconsistente con respecto a

los principales instrumentos internacionales sobre derechos humanos.

2. Formato

No existen requisitos formales relativos al formato que deberá tener una queja.

No obstante, una buena queja constará de:

- Una carta adjunta indicando que la queja se presenta por el procedimiento

1503. La carta también deberá incluir un resumen de las alegaciones

realizadas, y una declaración de intenciones estableciendo los motivos por los

ha presentado la queja.

- El texto de la queja, describiendo de forma detallada el patrón consistente de

violaciones graves de los derechos humanos

- Anexos que contengan las mejores pruebas documentales disponibles de las

alegaciones (por ejemplo declaraciones de testigos, declaraciones de las

víctimas, informes médicos, etc).

3.4 RELATOR ESPECIAL (14)

Tiene competencia sobre todo Estado miembro de la ONU y acoge casos

generalmente individuales. La denuncia ante el Relator Especial puede ser

presentada por cualquier persona o grupo con credibilidad, incluyendo a ONGs

sin status consultivo. Por lo general, el Relator dirige una carta al gobierno

acusado de infracción, solicitando información sobre las medidas tomadas para

descubrir la autoría de los hechos, castigar a los responsables y evitar su

repetición en el futuro. El Relator somete a la Comisión de Derechos Humanos

de la ONU un informe anual sobre los casos tramitados y los resultados

obtenidos. Para elaborar el informe puede realizar investigaciones en el lugar

de los hechos.

3.5 COMITE DE DERECHOS HUMANOS (15)

El Comité de Derechos Humanos es el órgano de expertos independientes que

supervisa la aplicación del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

por sus Estados Partes.
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Todos los Estados Partes deben presentar al Comité informes periódicos sobre

la manera en que se ejercitan los derechos. Inicialmente los Estados deben

presentar un informe un año después de su adhesión al Pacto y luego siempre

que el Comité lo solicite (por lo general cada cuatro años). El Comité examina

cada informe y expresa sus preocupaciones y recomendaciones al Estado

Parte en forma de "observaciones finales".

Además del procedimiento de presentación de informes, el artículo 41 del

Pacto establece que el Comité debe examinar las denuncias entre los Estados.

Además, el Primer Protocolo Facultativo del Pacto otorga al Comité

competencia para examinar las denuncias de los particulares en relación con

supuestas violaciones del Pacto cometidas por los Estados Partes en el

Protocolo.

La plena competencia del Comité se extiende al Segundo Protocolo Facultativo

del Pacto relativo a la abolición de la pena de muerte respecto de los Estados

que han aceptado el Protocolo.

El Comité se reúne en Ginebra o en Nueva York y normalmente celebra tres

períodos de sesiones al año.

El Comité también publica su interpretación del contenido de las disposiciones

de derechos humanos, denominadas observaciones generales sobre

cuestiones temáticas o sus métodos de trabajo.
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Instrumentos jurídicos internacionales sobre Derechos Humanos con jerarquía constitucional[image: image2.jpg]



	•
	Declaración Universal de Derechos Humanos

	•
	Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre

	•
	Pacto

 HYPERLINK "http://www.derhuman.jus.gov.ar/normativa/pdf/PACTO_INTERNACIONAL_DE_DERECHOS_ECONOMICOS.pdf"  Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales

	•
	Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

	•
	Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

	•
	Convención Internacional sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación Racial

	•
	Convención sobre la Imprescriptibilidad de los Crímenes de Guerra y de los Crímenes de Lesa Humanidad

	•
	Convención Americana sobre Derechos Humanos - Pacto de San José de Costa Rica-

	•
	Convención sobre la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer

	•
	Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes

	•
	Convención sobre los Derechos del Niño

	•
	Convención Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas

	•
	Convención para la Prevención y la Sanción del Delito de Genocidio 
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	•
	Convenio para la Represión de la Trata de Personas y de la Explotación de la Prostitución Ajena

	•
	Convención relativa al Estatuto de los Refugiados

	•
	Convención sobre los Derechos Políticos de la Mujer

	•
	Convención Suplementaria sobre la Abolición de la Esclavitud, la Trata de Esclavos y las Instituciones y Prácticas análogas a la Esclavitud

	•
	Convención sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada

	•
	Convención sobre el Consentimiento para el Matrimonio, la Edad Mínima para contraer Matrimonio y el Registro de los Matrimonios

	•
	Protocolo sobre el Estatuto de los Refugiados

	•
	Convención Internacional sobre la Represión y el Castigo del Crimen del Apartheid

	•
	Convenio N° 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes

	•
	Convenio Constitutivo del Fondo para el Desarrollo de los Pueblos indígenas de América Latina y el Caribe

	•
	Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional

	•
	Convenio N° 182 sobre la Prohibición de las Peores Formas de Trabajo Infantil y la Acción inmediata para su Eliminación

	•
	Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del Niño relativo a la Participación de Niños en los Conflictos Armados

	•
	Protocolo Facultativo de la Convención de los Derechos del Niño relativo a la Venta de Niños, la Prostitución Infantil y la Utilización de Niños en la Pornografía 

	•
	Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 

	•
	Protocolo contra el Tráfico Ilícito de Migrantes por Tierra, Mar y Aire, que contempla la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional 

	•
	Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que contempla la Convención de las Naciones Unidas contra la delincuencia organizada transnacional

	•
	Protocolo Facultativo de la Convención contra la Tortura y Otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes

	•
	Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas
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	•
	Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Civiles a la Mujer

	•
	Convención Interamericana sobre Concesión de los Derechos Políticos a la Mujer

	•
	Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura

	•
	Protocolo adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales "Protocolo de San Salvador"

	•
	Convención Interamericana sobre Restitución de Menores

	•
	Convención Interamericana sobre Obligaciones Alimentarias 

	•
	Convención Interamericana sobre Tráfico Internacional de Menores

	•
	Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer - "Convención de Belem do Para"

	•
	Convención Interamericana contra la Corrupción

	•
	Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad
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Leyes 
	•
	Ley N° 22.431. Protección Integral de las personas discapacitadas

	•
	Ley N° 23.302. Creación del Instituto Nacional de Asuntos Indígenas 

	•
	Ley N° 23.511. Creación del Banco Nacional de Datos Genéticos

	•
	Ley N° 23.592. Actos Discriminatorios

	•
	Ley N° 24.043 y Decretos Reglamentarios 1.023/92 y 205/97. Otorgamiento de beneficios a personas puestas a disposición del P.E.N. durante la vigencia del estado de sitio, o siendo civiles hubiesen sido detenidos en virtud de actos emanados de tribunales militares

	•
	Ley N° 24.321. Desaparición Forzada de Personas

	•
	Ley N° 24.382. "Día Nacional de Lucha contra las discriminaciones"

	•
	Ley N° 24.411. Beneficios que tendrán derecho a percibir por medio de sus causahabientes, personas que se encuentren en tal situación

	•
	Ley N° 24.515. Creación del Instituto Nacional contra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo

	•
	Ley N° 24.668. Competencia de la Comisión Internacional de Encuesta en los términos del art. 90 del Protocolo Adicional a los Convenios de Ginebra del 12 de agosto de 1949, relativo a la Protección de las víctimas de los conflictos armados internacionales

	•
	Ley N° 24.952. Derogación de las Leyes de "Punto Final" y "Obediencia Debida"

	•
	Ley Nº 25.192. Beneficio destinado a los causahabientes de las personas que fallecieron entre el 9 y el 12 de junio de 1956, con motivo de la represión del levantamiento cívico militar de esas jornadas o de su disidencia política.

	•
	Ley N° 25.326. Protección de Datos Personales

	•
	Ley N° 25.391. Informe Anual sobre la Situación de los Derechos Humanos en la República Argentina. 

	•
	Ley N° 25.457. Creación de la CONADI 

	•
	Ley N° 25.746 . Registro Nacional de Información de Personas Menores Extraviadas

	•
	Ley N° 25.779. Nulidad de las Leyes de "Punto Final" y "Obediencia Debida"

	•
	Ley N° 25.871 Política Migratoria Argentina

	•
	Ley N° 25.914. Indemnización para Niños y Niñas Nacidos en Cautiverio

	•
	Ley N° 25.974 Creación de un Fondo de Reparación Histórica para la Localización y Restitución de Niños Secuestrados o Nacidos en Cautiverio

	•
	Ley N° 25.985. Prórroga del plazo para acogerse a los beneficios establecidos por las leyes Nros. 24.043 y 24.411.

	•
	Ley N° 26.061. Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes 

	•
	Ley N° 26.085. Día Nacional de la Memoria por la Verdad y la Justicia

	•
	Ley 26.298. Apruébase la Convención Internacional para la Protección de las Personas contra las Desapariciones Forzadas, adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 20 de diciembre de 2006.


Decretos 

	•
	Decreto 789/2003. Apertura de los archivos reservados y adopción de medidas en relación a la investigación de las explosiones en la Fábrica Militar de Río Tercero. 

	•
	Decreto 787/2003. Acceso a la documentación y bases de datos relativos a los atentados de la AMIA y la Embajada de Israel obrantes en la Secretaría de Inteligencia.

	•
	Decreto 1172/2003. Acceso a la Información Pública.

	•
	Decreto N° 1200/2003. Premio Anual "Azucena Villaflor de Devincenti" 

	•
	Decreto N° 1259/2003. Creación del Archivo Nacional de la Memoria

	•
	Decreto N° 715/2004. Creación de la Unidad Especial de Investigación de la desaparición de niños como consecuencia del accionar del terrorismo de Estado

	•
	Decreto N° 716/2004. Procedimiento para la cancelación del beneficio extraordinario derivado de la Ley Nº 25.192, destinado a los causahabientes de las personas que fallecieron entre el 9 y el 12 de junio de 1956, con motivo de la represión del levantamiento cívico militar de esas jornadas o de su disidencia política

	•
	Decreto N° 848/2004. Declaración de la Casa Mariani- Teruggi como Monumento Histórico Nacional y Bien de Interés Histórico Nacional al archivo de la CONADEP

	•
	Decreto N° 812/2005. Aprobación del acta de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos donde se reconoce la responsabilidad del Estado Nacional en relación con el atentado contra la AMIA.

	•
	Decreto N° 1086/2005. Aprobación del Proyecto Hacia un Plan Nacional contra la Discriminación. 

	•
	Decreto N° 416/2006. Conformación del Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y Familia. 

	•
	Decreto 1333/2008. Declárase monumento histórico nacional al edificio del Casino de Oficiales de la ex Escuela de Mecánica de la Armada.


Resoluciones
	•
	Resolución Ministerio del Interior N° 1512/1999. Convenio de cooperación para el desarrollo del proyecto de investigación denominado reconstrucción de la identidad de los desaparecidos - archivo biográfico de Abuelas de Plaza de Mayo. 

	•
	Resolución Ministerio del Interior N° 1745/1999. Creación del Registro de Desaparecidos y Fallecidos

	•
	Resolución Ministerio del Interior N° 314/2006. Créase el Programa "Las Víctimas contra las Violencias".

	•
	Resolución Ministerio de Justicia y Derechos Humanos N° 568/2006. Reedición del "Informe sobre la Situación de los Derechos Humanos en la Argentina", publicado en el año 1980 por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos. 

	•
	Resolución Secretaría de Derechos Humanos N° 042/05. Creación de la Unidad de Investigación de ciudadanos uruguayos desaparecidos y/o víctimas de la represión ilegal argentina. 

	•
	Resolución Secretaría de Derechos Humanos N° 051/05. Creación de la Unidad de Investigación de ciudadanos españoles desaparecidos y/o víctimas de la represión ilegal argentina.

	•
	Resolución Secretaría de Derechos Humanos N° 058/05. Centro de Recepción de Denuncias y Orientación Ciudadana


Acuerdos 

	•
	Acuerdo Nº 8/04 entre el Estado Nacional y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires. Creación del Espacio para la Memoria y para la Promoción y Defensa de los Derechos Humanos en la "Escuela de Mecánica de la Armada -ESMA-". 
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	•
	Proyecto de Convención Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas 
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	•
	Principios relativos a una Eficaz Prevención e Investigación de las Ejecuciones Extralegales, Arbitrarias o Sumarias

	•
	Declaración sobre la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones Forzadas

	•
	Protocolo Facultativo de la Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 

	•
	Carta Democrática Interamericana

	•
	Declaración Universal sobre Bioética y Derechos Humanos


 Según surge del punto IV. 35. del Código Iberoamericano de Buen Gobierno.

3 Proyecto “Participación ciudadana: Marco Constitucional de la República Argentina II”. Programa Estudios Especiales,

Dirección Nacional de Relaciones con la Comunidad, Ministerio del Interior, que actualiza trabajos en la materia

iniciados hace más de una década, que diera como resultado la publicación “La Participación Comunitaria, Marco

Constitucional de la República Argentina” (Fidyka Leopoldo 1995),
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Así en relación a la participación ciudadana algunos interrogantes animan el presente

trabajo:

- ¿Cuáles son los lineamientos jurídicos de la participación ciudadana luego de la

reforma constitucional de 1994?

- ¿Con que alcances es reflejada la participación en el marco constitucional

comparado? ¿El mismo habilita la introducción de reformas en la administración?

- ¿Cuáles son las temáticas o áreas de actuación gubernamentales donde con más

asiduidad se menciona a la participación en el entramado federal?

Para ello se recorrerá un camino que comienza con el abordaje de la participación

ciudadana en la constitución federal e instrumentos internacionales de Derechos

Humanos incorporados a la misma, para luego dar paso a las constituciones provinciales.

A partir de allí, se plantean algunos desafíos del fenómeno participativo desde el ámbito

gubernamental compartiendo algunas consideraciones en torno a la temática general presentada.-
El enfoque de derechos humanos en la cooperación internacional. 

Mikel Berraondo López

Miércoles 19 de marzo de 2008, por Revista Pueblos
La integración del enfoque de derechos humanos en los proyectos de cooperación internacional para el desarrollo (CID) es uno de los retos presentes que deben afrontar todas las organizaciones que quieren trabajar con financiación pública, ya que se ha convertido en una de las prioridades horizontales de todos los planes directores de cooperación. Pero la realidad es mucho más compleja y su inclusión resulta complicada.

El debate entre derechos humanos y cooperación internacional para el desarrollo se viene manteniendo desde hace mucho tiempo, a pesar de lo relativamente novedosa que resulta la incorporación de este enfoque en las convocatorias. De alguna manera siempre ha existido una voz crítica contra las formas de trabajar la CID, que durante buena parte de su historia no promovían otra cosa que el asistencialismo y no apostaban por modelos de trabajo que impulsaran transformaciones político – sociales. En esta apuesta es donde surgían los derechos humanos como instrumentos de acción política, validados por la comunidad internacional como los valores superiores de todas las sociedades, que deben ser garantizados a todas las personas y respaldados por los sistemas jurídicos nacionales e internacionales que los reconocían y exigían a través de todos los mecanismos desarrollados por el derecho internacional.

Hablar de trabajar la CID desde un enfoque de derechos humanos significa plantear como resultado final de nuestras acciones de cooperación el disfrute pleno y efectivo de los derechos que estemos trabajando dentro de nuestro proyecto. Ya sean de educación, salud, establecimiento de infraestructuras básicas o fortalecimiento cultural, siempre tendremos un derecho o un grupo de derechos como objetivos finales y, como tal, el proyecto acabará cuando ese derecho o ese grupo de derechos puedan ser disfrutados con plenas garantías por las personas de la región donde hemos trabajado.

De alguna manera, esto nos obliga a cambiar la percepción clásica de la cooperación internacional para el desarrollo, basada en proyectos anuales, bianuales o trianuales (no suelen existir convocatorias que permitan un trabajo más largo en el tiempo), para planteárnosla como la participación en procesos de transformación que permitan desarrollar las circunstancias necesarias que requieran los derechos humanos en cada contexto político y social y en relación a cada derecho que trabajemos.

Analizando el desarrollo histórico de la CID vemos que el trabajo con los derechos humanos ha ido cobrando relevancia hasta convertirse en una de las prioridades horizontales importantes de cualquier convocatoria pública. Desde Naciones Unidas hasta los planes directores de las comunidades autónomas en el Estado, este enfoque se hace presente con una importancia vital. Bien fomentando su transversalidad o bien promoviendo su conversión en una prioridad sectorial, todas las agencias internacionales y nacionales de CID incorporan el enfoque de derechos humanos.

La Organización de Naciones Unidas (ONU) incorporó a la Declaración sobre los Objetivos de Desarrollo del Milenio (apartado V) la necesidad de trabajar por los derechos humanos, la democracia y el buen gobierno. La Unión Europea viene afirmando desde el 2001 que la promoción de los derechos humanos es una de las prioridades horizontales de todas las actividades de la cooperación y de acción exterior. A nivel del Estado, el Plan Director de la Cooperación establece como segunda prioridad horizontal la defensa de los derechos humanos, que se materializa en todos los niveles de actuación (diálogo y negociación política tanto en los marcos internacional y bilateral como multilateral), en la planificación estratégica de la cooperación internacional y en el seguimiento y evaluación orientados a resultados.

Significado de esta integración
A pesar de todo el desarrollo institucional que ha recibido, la realidad dista mucho de parecerse a la teoría, y lo que sobre el papel resulta evidente y claro, no lo es en el trabajo cotidiano de las organizaciones y de las agencias internacionales. Por un lado estamos hablando de prioridad horizontal con un marcado carácter abstracto que dificulta mucho su concreción en indicadores, objetivos y resultados medibles. Precisamente, la propuesta de trabajo participando en procesos dificulta mucho el logro y concreción de resultados medibles, objetivos y verificables, tal y como exigen generalmente las convocatorias de proyectos.

Por otro lado, el hecho de convertirlo en prioridad horizontal, teniendo en cuenta el desarrollo de éstas, puede resultar incluso complicado en el momento de concretar su incorporación a los proyectos. En algunos ámbitos como la Unión Europea se ha optado por convocatorias sectoriales para promocionar el desarrollo de los derechos humanos en los proyectos de CID, y viene promoviendo desde hace años la Iniciativa Europea a favor de la Democracia y los Derechos Humanos.

Además, estamos hablando de incorporar un elemento a los programas de CID que puede tener mucha trascendencia política. Eso puede dificultar mucho la labor de las organizaciones en terceros países o incluso el trabajo con diversas agencias nacionales o internacionales de cooperación, ya que, en primer lugar, exige un posicionamiento claro de las organizaciones e incluso un compromiso político de trabajar en su desarrollo.

Desgraciadamente, los derechos humanos no se encuentran reconocidos de igual manera en las diferentes partes del mundo, siguen sufriendo graves problemas para ser exigidos y los Estados se muestran generalmente muy reticentes a que cualquier actor (nacional o internacional) utilice este discurso para demandar cambios o denunciar prácticas contrarias a su ejercicio.

Ante esta realidad, todos los actores de la CID deben tener claro que integrar el enfoque de los derechos humanos significa asumir una actitud de cambio con una conciencia de transformación, significa asumir un compromiso claro con respecto a su promoción en todos los proyectos, que se materialice en la realización de acciones de fomento directo de los mismos.

Entre estas acciones podemos destacar las siguientes:

[image: image8.png]


 Incrementar la concienciación de todos los interesados directos, en el sentido más amplio de la palabra.
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 Desarrollo institucional que permita la creación de sistemas sostenibles.
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 Logro de la aplicación de los derechos humanos en el derecho y en la realidad.
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 Seguimiento del cumplimiento de los derechos humanos por medio de sistemas efectivos.
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 De reparación, para generar mecanismos transparentes para corregir violaciones de los mismos.
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 Medidas específicas, para poder enfrentar problemas estructurales que perpetúan la desigualdad y la discriminación.

Necesidad de una implicación real
Integrar este enfoque significa también que debe existir una implicación real en los procesos nacionales y locales de transformación, para lo que habrá que buscar que las acciones que desarrollemos incidan en que las leyes estén en concordancia con los estándares internacionales de los derechos humanos; en el funcionamiento efectivo de los tribunales, del poder judicial y de los cuerpos que velan por el cumplimiento de la ley, así como de las instituciones independientes de derechos humanos y de las oficinas de los defensores del pueblo; en procedimientos efectivos para que los individuos puedan reclamar sus derechos; en una buena gobernabilidad e instituciones responsables que promuevan y protejan los derechos humanos y rindan cuentas; en el desarrollo de unos procesos de tomas de decisiones democráticos, abiertos, transparentes y participativos; y en la potenciación de una sociedad civil fuerte y que incluya a medios de comunicación libres e independientes [1].

Resulta evidente que incorporar la promoción del ejercicio de los derechos humanos a las acciones de CID se convierte en algo ciertamente problemático para las organizaciones, ya que exige la ruptura con algunos de los patrones clásicos imperantes.

Por un lado, esta incorporación exige una clara identificación política a favor de los derechos humanos, lo cual, teniendo en cuenta la situación tan dramática que viven y la falta de voluntad política en la mayor parte de Estados, puede generar problemas para el trabajo de la organización. Exige también una implicación directa en los procesos locales y nacionales de transformación para generar nuevos contextos político- sociales que favorezcan el ejercicio de los derechos humanos. Obviamente, esta actitud resulta radicalmente contraria a las doctrinas que defendían la mayor de las imparcialidades posibles y la no injerencia de los actores internacionales de cooperación en los problemas locales y nacionales.

Contradicciones de y con las propias agencias donantes
Por ende, estos compromisos políticos y esta pérdida de imparcialidad puede ocasionar problemas con las mismas agencias donantes nacionales o internacionales que están promoviendo como transversal horizontal la defensa o la promoción de los derechos humanos. Muchas de estas agencias no acaban de asumir todas las implicaciones que plantea este enfoque aplicado a la CID y, cuando surgen dudas o problemas políticos con terceros países, tienden a rebajar sus exigencias y a suavizar el contenido de la prioridad. De alguna manera la falta de voluntad política también se hace visible en las agencias de donantes.

Por último, es importante tener claro que el asumir estos compromisos puede ocasionar problemas de seguridad institucional y personal para los trabajadores de la organización, especialmente en aquellos Estados en los que los defensores de los derechos humanos son amenazados y perseguidos, que desgraciadamente son la mayoría de Estados receptores de cooperación internacional para el desarrollo.

Aun así, la incorporación del enfoque de derechos humanos a la cooperación internacional para el desarrollo resulta fundamental para lograr que ésta siga teniendo sentido y no se convierta simplemente en la forma de lavar las conciencias de las sociedades ricas. Trabajar por el desarrollo de las sociedades más empobrecidas debe exigirnos apostar por modelos de desarrollo que realmente promuevan las transformaciones políticas y sociales necesarias, tanto en unas como en otras sociedades, que generen nuevos sistemas de organización más justos y equilibrados.

Y, precisamente, los derechos humanos, bien utilizados, como instrumentos de transformación, pueden ser una de las herramientas que nos permitan sustituir los modelos clásicos de CID, basados en el asistencialismo y la caridad, por otros modelos basados en el respeto, la dignidad de los pueblos y de las personas, la justicia y la equidad.

Trabajando a partir de este enfoque, la cooperación internacional para el desarrollo encontrará herramientas para analizar las causas que originaron los problemas sobre los que se está tratando de actuar, para identificar los desequilibrios que existan en materia de derechos humanos, para valorar el nivel de compromiso del Estado con los derechos humanos y con el desarrollo de las comunidades o grupos empobrecidos, para valorar la capacidad de las personas y de los grupos para reclamar sus derechos y actuar de manera autónoma sin el apoyo internacional, y para valorar las capacidades de las autoridades y funcionarios que deben garantizar el ejercicio de los derechos.

En definitiva el enfoque de derechos humanos se convierte en un instrumento de acción que le permite a la Cooperación Internacional para el Desarrollo analizar los orígenes de las desigualdades y actuar desde ahí, potenciando las transformaciones necesarias.
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El papel de la solidaridad.


Considero que la solidaridad debe desempeñar un papel fundamental en la respuesta desde los derechos al fenómeno de la inmigración (De Lucas, J., 1993, 91).

 
Partiré de una forma de definir la solidaridad presente en prácticamente la totalidad de estudios teóricos al respecto. Solidaridad, en ese ámbito, significa asumir como propio el interés de los demás (González Amuchástegui, J., 1991). Ya en esta definición inicial y seguramente insuficiente, surgen una serie de problemas teóricos y prácticos sobre los que no puedo detenerme, tales como el carácter individual o social de esta idea; la determinación del interés y del destinatario; su relación con otros valores. 

En cualquier caso, considero que la solidaridad es una disposición individual sólo relevante en el ámbito público (y por tanto en el ámbito de los derechos) cuando adquiere una dimensión social y se institucionaliza (De Lucas, J., 2000a, 72). Y este traspaso al ámbito social sólo se consigue con razones que la justifiquen. La solidaridad exige ampliar el círculo del nosotros, considerar que existen circunstancias, exigencias, demandas o necesidades relevantes para todos y por tanto afirmar que existen pretensiones comunes que pueden justificar la existencia de obligaciones.

El papel fundamental de la idea de solidaridad en la teoría de los derechos está en el ámbito de la justificación de las normas y de las acciones. Resulta necesario dar cuenta  de ese conjunto de razones como parte integrante del discurso de los derechos, sobre todo cuando este se proyecta en el fenómeno migratorio.

La solidaridad puede servir como fundamento de ciertas políticas igualitarias. Para ello es necesario establecer criterios que nos permitan justificar intereses relevantes con los que ser solidarios y, a través suyo, elaborar políticas igualitarias. Pues bien, considero que la determinación de lo relevante debe estar guiada por criterios razonables y dar lugar a lo que puede denominarse como solidaridad razonable. 

Desde la teoría de los derechos que hemos venido manejando y siendo conscientes de que el problema de las situaciones en las que proyectar la solidaridad, debe ser resuelto principalmente desde el examen del caso en cuestión, es posible no obstante establecer un marco genérico en el que desenvolver la exigencia de razonabilidad representado por la dignidad humana. 


La reflexión sobre la solidaridad en el ámbito de los derechos debe utilizar al menos un criterio guía, el de la dignidad humana, desde el que se justifica la existencia de dos obligaciones morales: la obligación moral de ser solidarios con aquellos que se encuentran en una situación de insatisfacción de su integridad física y moral; y la obligación moral de ser solidarios son los sujetos morales que no participan en igualdad de condiciones en todos los ámbitos sociales y, principalmente en los ámbitos políticos y culturales.


Ambas obligaciones se presentan como condición de cualquier tipo de reconocimiento real de los derechos. Ahora bien, más allá de estas, cuando no se trata de satisfacer necesidades básicas o de situar en idéntica situación de poder a los sujetos morales, la solidaridad debe operar desde la atención a las circunstancias que están en juego. Y en este punto, con carácter general, la idea de solidaridad, dentro de una teoría de los derechos como la que estoy aquí manejando, permitirá, por ejemplo, justificar políticas igualitarias siempre que sean aceptadas por los colectivos o personas a los que van dirigidas.

En este punto surge una cuestión relevante que en términos sencillos se traduce en la existencia o no de límites a la solidaridad. En términos muy genéricos, no es exigible esa obligación cuando su cumplimiento implica precisamente la insatisfacción de las necesidades básicas o la transgresión del valor de la participación del sujeto o sociedad que actúa; cuando satisfecho lo anterior, su cumplimiento produce consecuencias no aceptadas por los sujetos implicados; o cuando se proyecta en prácticas que se enfrentan a los derechos. 
2.3.- Derechos humanos y Globalización


La respuesta desde los derechos a la Globalización, debe manejar las dos perspectivas que antes aludí dentro de la teoría dualista, esto es la racional y la histórica. El marco normativo que configuran los derechos debe ser visto como un marco abierto y plural. Abierto en el sentido de presentarse como un producto histórico que puede variar, y plural en el sentido de configurar sólo los mecanismos que posibilitan diferentes elecciones (Peces-Barba, G., 1995).

En todo caso, no hay que identificar una teoría de los derechos mínima, con una teoría de los derechos débil. El discurso de los derechos exige respuestas firmes frente a situaciones nacionales e internacionales que claramente lo transgreden. Sin duda, una acción firme en ese sentido exige una serie de cambios en las estructuras políticas internacionales que todavía están por realizar (Habermas, J., 1999, 171 y ss.)

La construcción de un Estado de Derecho Internacional es un paso necesario. Como lo es también que ese Estado de Derecho Internacional, sea un Estado Democrático, y en ese sentido, esté abierto a la participación igual. En este sentido, es igualmente necesario que toda actuación de ese Poder Internacional sea respetuosa con el núcleo básico de moralidad que está detrás de los derechos y que se traduce en la defensa de la dignidad humana (Kung, H., 1998, 10), desde la que se justifica la existencia de políticas de asistencia y de intervención humanitaria frente a violaciones flagrantes de los derechos, y de políticas de codesarrollo hacia países pobres. 

Creo que la propuesta de E. Fernández sobre el patriotismo cosmopolita (Fernández, E., 2001), independientemente de lo acertado o no de su denominación (y creo que se trata de una buena denominación en el sentido de que plantea ya desde el principio claramente los polos de la discusión), va en esta línea. El patriotismo cosmopolita posee tres referentes esenciales. Por un lado, la idea de dignidad humana, por otro, una nueva forma de estructurar el poder político internacional; y por último, una nueva forma de entender la ciudadanía. 

Se trata en definitiva (De Lucas, J., 2000b, 21), de volver a recuperar esa capacidad emancipadora de los derechos y de configurarlos, con ese sentido, como el elemento básico de las estructuras políticas internacionales. Tal vez el primer paso radique en tomarse en serio la Declaración Universal de Derechos Humanos, es decir, considerarla como el elemento básico del Orden Internacional, tanto en su proyección social, como en la política como en la jurídica. Y ese tomarse en serio la declaración, implica reinterpretar también algunos de los derechos. 

El Medio Ambiente y los Recursos Naturales 

Francisco Menin

0. Resumen

En la segunda mitad del siglo XX se han presentado dos fenómenos característicos en las relaciones internacionales. Uno es la creciente preocupación por el medio ambiente y los recursos naturales, y el otro es la integración regional de los países, en procesos como ser el MERCOSUR, la Unión Europea o el NAFTA. 

Ambos fenómenos se relacionan íntimamente, puesto que la problemática ambiental debe ser abordada necesariamente en un ámbito integrado. 

Un proceso de integración es un camino por el cual los Estados Nacionales buscan conformar un espacio mayor y superior a ellos. Según el objetivo planteado esta integración podrá darse en la faceta comercial, económica, política, social, etc. El ejemplo mas avanzado es la Unión Europea, en la cual se están integrando prácticamente todas las facetas vitales de los estados. Y un ejemplo mínimo lo constituye un área de libre comercio, como podría ser el NAFTA, o cualquier otro tratado de libre comercio. 

La relación que la humanidad posee con el medio ambiente se ha convertido en un problema. Durante cientos de años se vivió bajo el paradigma de que el progreso del hombre era ilimitado, y que los recursos que ofrecía la naturaleza también. Sin embargo ese paradigma cambio ante la cruda realidad que presenta el medio ambiente luego de soportar la infinita demanda de recursos por parte de las sociedades posmodernas. 

Hoy la humanidad debate cual es la mejor forma de relacionarse con el medio ambiente para sobrellevar esta situación. Han surgido diversas concepciones, pero la que prevalece es la del desarrollo sostenible, que puede resumirse en que el uso que realicemos de los recursos no debe comprometer la supervivencia de las generaciones futuras. Y se ha establecido al medio ambiente como un bien común de la humanidad, que debe ser protegido, recreado, y transmitido en la mejor condición posible. 

Para abordar el objeto del trabajo, cabe preguntarse si la temática ambiental debe ser abordada por los procesos de integración, o quedar en manos de las políticas nacionales. El análisis es valido, puesto que existe una tendencia a llevar todas las cuestiones a los espacios integrados, sin evaluar si ello es necesario y positivo. El examen que realizamos nos demuestra que en este caso en especial es, por lo menos, necesario. Puesto que el carácter transnacional del medio ambiente lo justifica, así como también el poder y la transnacionalidad de los actores de la producción y el comercio, que son los principales agentes de contaminación.

En materia de tratamiento de la problemática ambiental, el ejemplo mas avanzado lo constituye la Unión Europea. Desde la década del 70 establece sucesivos Programas de Acción Medioambiental, que logran resultados concretos, y que además contribuyen en mucho a perfeccionar la manera en que se aborda la problemática. Mas recientemente, en 1999, se incorporo al Tratado de la Unión Europea, un titulo especifico sobre el medio ambiente, que establece como objetivos principales la conservación, la protección y la mejora de la calidad del medio ambiente, la protección de la salud de las personas,  la utilización prudente y racional de los recursos naturales,  y el fomento de medidas a escala internacional destinadas a hacer frente a los problemas regionales o mundiales del medio ambiente.

El MERCOSUR por su parte ha sido mas bien tímido en esta temática. No se contemplaba ninguna norma sobre el medio ambiente en los tratados fundacionales. Hacia 1994 se estableció un espacio institucional para el análisis del tema, que derivo en la celebración del Acuerdo Marco sobre Medio Ambiente  aprobado en 2001 y que entro en vigor en 2004, y que constituye el eje de esta materia. Como su nombre lo expresa se trata de un tratado marco, de contenido vago, pero con objetivos ponderables, como ser la promoción de la protección del medio ambiente y del aprovechamiento más eficaz de los recursos disponibles mediante la coordinación de políticas sectoriales, la incorporación del componente ambiental en las políticas sectoriales e inclusión de las consideraciones ambientales en la toma de decisiones que se adopten en el ámbito del MERCOSUR, para el fortalecimiento de la integración, el estudio prioritario e integral de las causas y las fuentes de los problemas ambientales, y el fomento de una efectiva participación de la sociedad civil en el tratamiento de los asuntos ambientales.

De igual manera la dicotomía entre medio ambiente y comercio fue producto de un proceso en el sistema de solución de controversias del MERCOSUR. Pero, como era de  esperarse, con un resultado ambiguo. La primer instancia resolvió que la protección del medio ambiente constituía un elementos suficiente para prohibir la libre circulación de productos potencialmente contaminantes. Pero la segunda instancia revoca la decisión, y entiende que los productos en cuestión, neumáticos recauchutados, no tenían una entidad contaminante tal como para habilitar una medida protectoria.

1. Introducción

En la segunda mitad del siglo XX se han presentado dos fenómenos característicos en las relaciones internacionales. Uno es la creciente preocupación por el medio ambiente y los recursos naturales, y el otro es la integración regional de los países, en procesos como ser el MERCOSUR, la Unión Europea o el NAFTA. Ambos fenómenos se relacionan íntimamente, puesto que la problemática ambiental debe ser abordada necesariamente en un ámbito integrado. 

La presente ponencia aspira a analizar la relación que se establece entre estos dos fenómenos, los motivos de la relación y las acciones concretas que se han llevado a cabo en pos del medio ambiente desde un espacio integrado. 

I.1 2. Los procesos de Integración 

Definir un proceso de integración entre países no es sencillo, puesto que se trata de una realidad en continua transformación y consolidación. Para comenzar resultara provechoso anotar que la Unión Europea, el MERCOSUR, la Comunidad Andina, y el Nafta, son procesos de integración. Pero cada uno de ellos posee características y objetivos diferentes. 

Integrarse es cuando las partes se unen para constituir un todo
, o como enseña el Dr. Ciuro Caldani, es tener vinculaciones más estrechas entre las partes, vinculaciones económicas, territoriales, poblacionales, etc
. La humanidad ha vivido procesos de acercamiento y distanciamiento entre sus grupos desde sus inicios. Existen numerosas situaciones en que grupos humanos más pequeños se juntaron para constituir una unidad mayor, sea esto resultado de la dominación de unos sobre otros, como en el Imperio Romano, o el acuerdo de voluntades, como en la Constitución de los Estados Unidos. 

La segunda mitad del siglo XX ha sido un momento histórico de acercamiento entre las naciones, y el modo más estrecho para hacerlo fue la integración
. La faceta económica ha sido el principal espacio de integración, pero en algunos casos se ha ampliado a otras facetas vitales de los Estados, como ser la política y la militar. 

Los llamamos procesos de integración, por que la integración es un proceso. Un camino que los países eligen recorrer, pero donde el resultado es incierto, y los cambios paulatinos. Lo importante es vivir el proceso buscando lograr los objetivos planteados. 

El objetivo económico se manifiesta como la aspiración a un mayor desarrollo. Es por tal que los países inician la integración con la apertura de algunos aspectos de la economía nacional para formar un espacio más amplio. Desde la libre circulación de productos para ser comercializados en un área de libre comercio, hasta la total libertad de circulación de los factores de producción en un mercado común. 

Pero en otros casos los objetivos son también políticos. Y en la política los objetivos son siempre diferentes y diversos, pero la finalidad es única: conservar e incrementar el poder. Europa occidental inaugura esta faceta de la integración en el momento histórico que analizamos. En un mundo bipolar el destino marcado era ser fagocitado por alguna de las potencias hegemónicas, o por ambas. 

Europa es en cierto modo una península de Asia
, y considerarla un continente ha sido más un abuso del lenguaje que una realidad científica. En la historia de la humanidad la política y la economía han dado a Europa la individualidad y la libertad que no le otorga la geografía. Y es lógico entonces que frente a esta dualidad de poderes, los Estados europeos buscaran defender su libertad construyendo juntos sobre la economía y la política. Aunque para ello debieran pagar el costo de diluir sus identidades regionales en un espacio común mayor.  

La faceta política de la integración se ha desarrollado mediante la cesión gradual de potestades gubernamentales hacia el espacio integrado. No todas las potestades, sino aquellas que gestionaran temas que podían ser abordados de una mejor manera desde un espacio superior. Se crea entonces la necesidad de dotar de estructuras de funcionamiento para la gestión de estas potestades y para el desarrollo del proceso de toma de decisiones. Y allí es donde nacen las instituciones de los procesos de integración, y llegamos en este relato al ejemplo máximo de integración conocido hasta hoy, que es la Unión Europea.  

I.1.1 3. El Medio Ambiente y los Recursos Naturales como problemática de la Humanidad 

La población humana despliega su vida en un espacio físico, del cual se sirve para satisfacer las necesidades que le surgen. La relación del hombre con el medio natural que lo rodea para proveerse de recursos es la primer relación económica que se establece en la historia de la humanidad
. Los recursos naturales se transformaron en el medio para lograr los fines de subsistencia. Situación que no constituye un problema mientras los recursos sean suficientes para toda la población, y el medio ambiente trabajado pueda recuperarse en un tiempo prudente. 

Pero la evolución de la ciencia y la técnica han multiplicado hasta el infinito los requerimientos del ser humano. Requerimientos que ya han dejado de ser necesidades vitales o de subsistencia, para pasar a ser caprichos suntuosos, exagerados e innecesarios. 

Y la humanidad se ha encontrado de frente con una realidad insoslayable. El medio ambiente no soporta la actividad desarrollada por el ser humano. Los recursos naturales existentes en el mundo no son suficientes para satisfacer los requerimientos de la sociedad, el medio es insuficiente para el logro del fin propuesto. Un medio ambiente sano y un puñado de recursos naturales se han convertido en bienes escasos, y por tal codiciados. Hemos creado entonces un problema. 

El cuidado del medio ambiente y los recursos naturales han dejado de ser un imperativo ético, para convertirse en una necesidad y una conveniencia. La realidad que subyace es la posibilidad de supervivencia futura de las naciones, el desarrollo, y de montañas de dinero en juego.

Este problema presenta múltiples facetas
. En primer termino la estrechez de recursos hace necesaria una profunda evaluación de costes y oportunidad al momento de utilizarlos. En segundo lugar todos los usos que realicemos de este medio poseen consecuencias que aumentan la escasez o la imperfección del recurso. En tercer lugar la utilización de estos recursos altera el equilibrio originario de la naturaleza, aumentando los costos y consecuencias a futuro. Y finalmente, pero no menos importante, los conflictos que derivan de la disputas por el control de los recursos existentes.

El ser humano se ha relacionado con el medio ambiente durante la edad contemporánea conforme a dos diferentes paradigmas. El primero es el del Progreso ilimitado
, conforme el cual la relación del hombre con el medio es productiva, y el progreso es entendido como la posesión de bienes materiales y servicios sociales, el cual legitima la intervención masiva en el medio ambiente. Detrás de esta noción subyace la idea de que la naturaleza es una fuente inagotable de recursos, y por ende no es necesario un análisis de las repercusiones negativas de un progreso ilimitado. 

El segundo paradigma es el del progreso limitado
. Esta concepción comienza a desarrollarse en la primer mitad del siglo XX, y se asienta en las décadas de los 60’ y 70’. Se funda en comprobar que el medio posee limites y que el progreso acarrea consecuencias sobre este. Los problemas ambientales son tratados en forma parcial e independiente, y principalmente se reducen a la escasez de recursos y la contaminación. Y como solución se plantea el control de la degradación del medio por la ciencia y la tecnología sin detener el progreso económico. 

Este ultimo paradigma se encuentra en crisis, y la compresión general se debate entre diferentes concepciones que aun no logran constituirse como un paradigma
. Una de ellas es la posición critica según la cual la ecología debe ser proyecto global y coherente de sociedad, por que el hombre es un miembro más de la comunidad biológica. Plantea la necesidad de crear una conciencia solidaria, planetaria y revolucionaria en los ciudadanos. 

La segunda es la trascendentalista, que plantea un nuevo orden de vida basado en la ciencia y el misticismo. La degradación del medio se debe al vacío espiritual y ético del ser humano, y las soluciones tecnológicas sin cambios en el interior del hombre no solucionarán los problemas. La religión y sus prácticas pueden guiar el proceso de transformación en la vida de la humanidad. 

La tercera es la neoarcaica, que plantea la necesidad de un nuevo orden basado en el regreso a estilos de vida primitivos que recuperen la comunicación perdida con la naturaleza. Implica un rechazo de la sociedad de consumo y la recuperación de filosofías alternativas y sabiduría popular para cambiar los comportamientos del hombre con el medio. 

Y la ultima es la del Desarrollo Sostenible, que plantea que el medio es un sistema amenazado por el hombre. Y por tal se debe compatibilizar progreso y conservación sin cambios radicales en la sociedad. La planificación política y económica se debe realizar desde un punto de vista global y a largo plazo, con colaboración del ciudadano. Esta concepción es ciertamente la que mas aceptación posee en ámbitos gubernamentales y económicos. 

El concepto de desarrollo sustentable o sostenible se consagra en la comunidad internacional en el Informe Brundtland de 1987
, y puede sintetizarse en un desarrollo sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para satisfacer sus necesidades
. Asimismo la Carta De Aalborg da un concepto amplio y detallado sobre la noción: 

“sostenibilidad ambiental significa preservar el capital natural. Requiere que nuestro consumo de recursos materiales, hídricos y energéticos renovables no supere la capacidad de los sistemas naturales para reponerlos, y que la velocidad a la que consumimos recursos no renovables no supere el ritmo de sustitución de los recursos renovables duraderos. La sostenibilidad significa asimismo que el ritmo de emisión de contaminantes no supere la capacidad del aire, del agua y del suelo de absorberlos y procesarlos. La sostenibilidad ambiental implica además el mantenimiento de la diversidad biológica, la salud pública y la calidad del aire, el agua y el suelo a niveles suficientes para preservar la vida y el bienestar humanos, así como la flora y la fauna, para siempre”

El medio ambiente se presenta entonces como algo que compete a toda la humanidad, y sobre el pesa nada menos que la supervivencia de la especie. Esto provoca una lógica de protección particular. La comunidad internacional respondió prontamente a esta necesidad y fomentó la realización de Conferencias y el dictado de acuerdos internacionales que, con diferente suerte, buscaron establecer pautas mínimas de acción en pos del establecimiento de una lógica de desarrollo sostenible mundial. Y asimismo avanzar en el contenido del concepto. Como ejemplo podemos citar la Agenda XXI, la Cumbre de Río, el Protocolo de Kioto, la Declaración de Estocolmo, la Declaración de Aarhus, etc.  

El ultimo avance en el desarrollo de la noción ha sido la incorporación del medio ambiente al concepto de “bien publico mundial”, por parte de Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo
. Si bien se trata de una noción difusa, es de utilidad la explicación del Dr. Andorno sobre el concepto de patrimonio común, que entiende que se tratara de un interés colectivo en la preservación del una riqueza de orden cultural o natural, legada por nuestros antecesores y que es conveniente transmitir intacta a las generaciones futuras
. 

Es posible caracterizarlo de la siguiente manera
: 

· No posee valor de mercado 

· No posee un propietario determinado, será por tal res nullius o res commune según el caso. 

· Su titular no se encuentra determinado, es compartido por la humanidad, la nación, el estado, la población. 

· Posee implícita la obligación para sus gestores de proteger y transmitir en igual o mejor situación a la que la recibió.

Llegamos entonces al siglo XXI con la conciencia de que el medio ambiente es un asunto que compete a toda la humanidad y que debe ser afrontado conjuntamente por todos los actores. Se trata de un bien que no posee un titular determinado, pero que genera responsabilidades concretas para su cuidado.  

4. La razón del tratamiento del Medio Ambiente y los Recursos Naturales en los procesos de Integración 

Habíamos expresado que en los procesos de integración, los países ceden potestades hacia los espacios de gobierno superiores. Y los temas en los que se ceden potestades se determinan en función de que permitan ser abordados de una forma mas productiva desde la instancia superior. Este criterio para determinar atribuciones es conocido como principio de subsidiariedad, uno de los pilares filosófico-político de la integración.  

El Diccionario de la Real Academia define al principio de subsidiariedad en la Unión Europea como “Limitar la intervención de las autoridades comunitarias a los supuestos en que los estados no puedan ser eficaces”
.  Aristóteles contemplaba este ideal social al enseñar que la comunidad está al servicio del individuo, por que este carece de autarquía, y esta obligado a cooperar con sus pares para la satisfacción necesidades. 

La filosofía moderna continua en esta senda de pensamiento, y elabora la noción de soberanía popular, que entiende que el poder surge de la población y es llevado de forma ascendente hacia la autoridad central. Con diferencias conceptuales puede encontrarse esta idea en Tomas de Aquino, Rousseau, y Calvino. Y desde su cuestionamiento a la noción de soberanía estatal en Foucault con su noción de microfísica del poder
. 

De estas concepciones deriva una limitación a la libertad del individuo, y la obligación del Estado de velar por el respeto y la realización de los derechos humanos. De estos dos principios surge la legitimación del estado, por tal el estado es legitimo solo subsidiariamente
.

Asimismo en la línea de pensamiento aristotélico tomista, la Encíclica Quadragesimo Anno establece que “toda acción de la sociedad es, por naturaleza y definición subsidiaria; debe prestar auxilio a los miembros del cuerpo social, nunca destruirlos o absorberlos”.
Esta noción brinda un despliegue dual del principio. Tiene la función de proteger la vida y la identidad del individuo y la comunidad local, y asimismo crea a favor de estos una obligación de intervención y ayuda en cabeza de la formación social mayor
.

Funciona entonces como criterio de atribución de competencias. Y por ser un elemento natural de la sociedad, su cumplimiento tiene un carácter moral, puesto que toda violación del principio significa un daño a la sociedad, por que hay una usurpación de competencias. Impone una obligación de prudencia colectiva
.

La aplicación de estas nociones sociales en una estructura de gobierno es forzada y no exenta de falencias, pero es valida como principio para una distribución de deberes de asistencia y derechos de competencia dentro de un esquema de estatalidad estratificada.

La aplicación completa del principio de subsidiariedad ha caído en desuso entre los cultores de la integración. Es habitual bregar por el tratamiento de todos los temas que afectan a una sociedad en espacios supranacionales, sin realizar un análisis acabado para determinar si esto redundara realmente en un beneficio. Para ser consecuentes corresponde entonces preguntarse si el Medio Ambiente y los recursos naturales son un tema que deba abordarse desde el espacio integrado. 

4.1 Fundamento Espacial 

Aunque sea una lógica básica, vale dejar sentado que las fronteras estatales son producto de convenciones entre las naciones, y el medio ambiente se extiende sobre ellas, las supera e ignora
.  De igual manera el despliegue del ser humano en la geografía responde a esta lógica, los procesos productivos, las redes de comercialización, los entramados sociales, se producen como procesos trans – jurisdiccionales. Y por tal la contaminación y la utilización de recursos naturales también será, en gran medida, transnacional
. La explotación de un recurso en un margen de la frontera afectara ineludiblemente a todo el ecosistema que comparten los dos países. Será por tal provechoso encarar estas situaciones desde un espacio común, tanto para su gestión como para evitar conflictos. 

4.2 Fundamento Político 

Hemos expresado que el medio ambiente es un bien que no posee propietario. Toda la humanidad es propietaria del medio ambiente mundial. Esta noción idealista no deja por ello de ser real. Pero la protección si implica la atribución de responsabilidades a sujetos determinados. Responsabilidades históricas en cuanto a las acciones que han provocado la situación actual, y responsabilidades futuras respecto a las acciones concretas que se llevaran a cabo. Y en el proceso de negociaciones para determinar estas responsabilidades, jugara más que en cualquier momento el factor poder. 

Es evidente que el tratamiento de la problemática en un espacio multilateral permitirá lograr un resultado más cercano a la realidad histórica que en negociaciones bilaterales, puesto que el poder de presión de los grandes actores se diluye.  Y la supranacionalidad ofrece como ventaja que lo decidido en el espacio integrado es efectivamente obligatorio en los países que lo integran, a diferencia de la intergubernamentalidad que ofrece, por ejemplo, un tratado. 

4.3 Fundamento Histórico 

Si apelamos a la historia, notaremos que el germen de la Unión Europea fue la Comunidad Europea del Carbón y del Acero, nacida en 1952
. Es decir que los procesos de integración tal como los concebimos en el presente nacen de un acuerdo que buscaba gestionar en forma conjunta recursos naturales. 

Las razones de ello fueron políticas y económicas
. Alemania poseía acero y Francia carbón, y esta circunstancia era históricamente una de las principales razones de las guerras y conflictos en Europa. Y la forma de eliminar de plano estas disputas seria gestionarlas desde un espacio superior común. Asimismo, estas industrias representaban el eje sobre el cual se debía asentarse el programa de reconstrucción de la posguerra. Y la integración de la cadena productiva del carbón y del acero entre ambos países permitiría prescindir de la importación de estos productos y fortalecer las industrias de la región. Esta experiencia da origen a toda la filosofía sobre la que se asienta la Unión Europea
.

4.4 Fundamento Económico

Desde una visión bien practica, la gestión ambiental se enfrenta a una realidad económica compleja. La producción y provisión de bienes y servicios es el eje de las economías modernas, y una de las actividades humanas que más perjuicio acarrea para el medio ambiente. Es una tendencia ineludible el agrupamiento de las unidades productivas y de gestión en grandes conglomerados  empresarios, que podemos conocer como holdings, empresas multinacionales, etc. El poder de estos agrupamientos es significativo, aun para un Estado Nacional. Es por tal que la integración en unidades de gestión superiores haría más difícil la influencia de los poderes económicos en las decisiones políticas, y haría difusa la estrecha relación que las multinaciones suelen poseer con el Estado Nacional que las vio nacer. Principalmente en Europa. 

4.5 Fundamento Teórico Económico 

Desde la perspectiva de la teoría de juegos, la forma más sencilla de abordar la gestión de un bien común como el medio ambiente es la cooperación de los participantes y la creación de un marco institucional superior
. 

4.6 Fundamento de Información 

Conforme a la teoría de control del riesgo que predomina en el derecho norteamericano
, quien realiza una acción riesgosa es quien esta en la mejor posición para calcular los riesgos e internalizar los costos de la acción, por que es quien posee la mejor información
. Frente a esta posición dominante del autor del riesgo ambiental, un espacio integrado puede ofrecer medios de coordinación de información y de análisis del caso más apropiados que los que pueden desarrollarse en un espacio menor. 

Para finalizar el punto, vale expresar que si bien los fundamentos expresados responden mas a una lógica básica que a un descubrimiento académico, se trata de un ejercicio importante de realizar para entender la magnitud de los beneficios que provoca abordar la problemática ambiental desde un espacio integrado. 
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La ciudadanía social argentina en los umbrales del siglo XXI 
Silvia Levín [*]
Introducción
El proceso de globalización, que atraviesa en la actualidad a todos los países del mundo, se manifiesta en Argentina a partir de cambios significativos producidos en el orden económico, político, social y cultural. Las transformaciones en torno al modelo de crecimiento y distribución social modifican sustancialmente la lógica de funcionamiento impuesta por el modelo intervencionista que estuvo vigente en nuestro país hasta la década de los 80'. La privatización, la desregulación, la apertura de la economía, el desarrollo tecnológico, la descentralización, los ajustes fiscales, la focalización, constituyen los ejes principales en torno a los cuales se estructuran los cambios. La estabilidad monetaria, acompañada de aumentos en los niveles de producción e ingresos de capitales, aparecen como los resultados más significativos de este proceso.
En este marco, nuestro trabajo apunta a analizar las transformaciones que se han producido en la ciudadanía social argentina en el nuevo escenario que se instala a partir de los años 80'. Se observa así, una secuencia de cambios que oscila entre dos polos: por un lado, una interrupción en el proceso de construcción de la ciudadanía social que afecta particularmente a sectores excluídos del sistema o bien próximos a su caída y por otro, una ampliación en el campo de los derechos sociales para aquellos sectores incluídos, es decir que lograron incorporarse al nuevo escenario del bienestar social- generado por el mercado- beneficiándose de las nuevas reglas de juego. 
La ciudadanía social a fines del siglo XX parece, entonces, escindirse ante la emergencia de "dos argentinas para el siglo XXI": la de los incluídos frente a la de los excluídos. La de quienes reclaman la vigencia de los derechos sociales básicos, frente a quienes exigen el reconocimiento y ejercicio de los llamados derechos de la tercera y cuarta generación. Así, como señala Dahrendorf [1], una primera visión del conflicto social moderno aparece con las antinomias: el crecimiento económico y social frente a un crecimiento de la pobreza; las necesidades de innovación y de cambio compitiendo con las demandas de justicia. 
 
El eje de reflexión lo constituye la idea de integración social. Las políticas sociales y los derechos sociales conforman, en este escenario, elementos fundamentales en la intermediación de la construcción del orden social. En este sentido, la relación existente entre "titularidades" y "provisiones", en el lenguaje de Ralf Dahrendorf, parece decisiva en tanto determina el contenido de uno u otro modelo de ciudadanía social, a la vez que expresa las dimensiones del conflicto. 
1. El escenario de la nueva cuestión social
El interrogante que inmediatamente surge es ¿qué efectos producen en el interior de la sociedad estas transformaciones? Los últimos datos sobre pobreza y empleo del Banco Mundial y del Instituto Nacional de Estadísticas y Censos(INDEC) [2] respectivamente, reflejan las repercusiones sociales de este proceso instalando, de manera definitiva, en el debate nacional la cuestión social. Más del 36% de la población de nuestro país (13,4 millones de personas) se encuentra bajo la línea de pobreza, mientras que el 8,6% (3,2 millones de personas) viven en la indigencia según datos del año 1998. En las regiones del noroeste, nordeste y Cuyo la pobreza supera al 50% de la población y la indigencia alcanza al 20%. Asimismo, los datos sobre desempleo, que alcanzan a un 14% de la población económicamente activa, resultan muy significativos en tanto que sumados a las situaciones de desocupación encubierta, subocupación y reducción del número de empleos, constituyen las expresiones más relevantes de inestabilidad laboral, lo cual traducido en cifras afecta a más del 30% de la población económicamente activa de nuestro país. 
 
Las últimas estadísticas nos permiten dar cuenta de una situación más global, que no se agota con el desempleo sino que la comprende y es el de la precarización de las relaciones de trabajo y de la protección social, que se traduce en definitiva en una precarización de las relaciones sociales, en un deterioro de la ciudadanía social. Si bien las estadísticas evidencian una leve mejoría en los primeros años de esta década, debido a los efectos inmediatos de la estabilización macroeconómica, la aparición de rasgos de una nueva pobreza, -vinculados a procesos de empobrecimiento de la población- y la falta de perspectivas de inserción productiva restringen toda posibilidad de movilidad social y empiezan a revertir aquéllos primeros indicios alentadores.
 
El progresivo empobrecimiento de determinados sectores sociales aparece como inevitable, frente al progresivo enriquecimiento de quienes se encuentran mejor posicionados acorde a las nuevas reglas del escenario actual. Por otra parte, esta brecha tan pronunciada entre quienes se encuentran al margen de la sociedad -o en situaciones inestables o vulnerables- y quienes están dentro se pone de manifiesto cuando se analizan, en forma desagregada, los datos estadísticos los que permiten dar cuenta que los nuevos fenómenos que nos atraviesan no afectan de la misma manera a todos los sectores sociales. 
 
Del relevamiento realizado por el INDEC se deduce: 1) que en los hogares más pobres habitan casi el doble de personas (en promedio, cinco por vivienda) que en los hogares de ingresos medios; 2)que los ingresos de los hogares medios superan unas seis veces en promedio los recursos disponibles en los hogares pobres; 3)la tasa de desocupación en los sectores más bajos (pobres y medio-bajo)supera el 40%, mientras que en los sectores medio-alto y alto es del 3%; 4)por cada hogar pobre existen tres personas que no tienen actividad, mientras que en los hogares de ingresos medios, hay sólo una persona inactiva. 
 
Una vez más la disociación entre lo económico y lo social queda reflejada a través de estas desigualdades, las que encierran en su interior la tensión entre eficacia y equidad. Es esta misma tensión la que debilita los componentes centrales a partir de los cuales se construye la ciudadanía social y condiciona sus alcances. Si bien la desigualdad en la protección social es una de las características íntrínsecas a la génesis y desarrollo de la política social argentina por su alto grado de estratificación y fragmentación social [3] , los matices que presenta en la actualidad le otorgan un alcance diferente. 
 
2. Ciudadanía y derechos
La ciudadanía social puede ser definida, a nuestro modo de ver, como un vínculo de integración social que se construye a partir del acceso a los derechos sociales siempre cambiantes en una comunidad. Esta conceptualización nos permite señalar en su interior tres elementos que merecen algunas consideraciones puntuales. En primer lugar, la referencia a vínculo de integración social induce a la reflexión acerca de la noción de ciudadanía como marco de contención social y de desarrollo de las potencialidades humanas. En segundo lugar, la posibilidad de acceso a los derechos sociales nos permite distinguir el reconocimiento del derecho, como relación social, del ejercicio efectivo de ese derecho en los ámbitos necesarios para experimentarlos. Por último, consideramos [4] que la ciudadanía constituye una categoría histórica que evoluciona en el mundo de la vida cotidiana y que con el transcurso del tiempo va asumiendo distintos contenidos. La movilidad en su agenda temática está evidentemente vinculada al avance o retroceso experimentado en el campo de los derechos sociales y de la política social. 
 
Los derechos sociales constituyen el ingrediente fundamental en la construcción y desarrollo de la ciudadanía, en la medida que le asignan contenido. Se presentan, como relaciones sociales cambiantes que se construyen como resultado de la interacción entre participación social e intervención del Estado. 
 
No obstante, los derechos sociales reclaman no sólo los civiles y políticos, sino también los derechos humanos. En este marco, los derechos sociales -denominados de 2da. generación- surgen en el intento de asegurar las condiciones para el pleno ejercicio de los derechos individuales -de primera generación- garantizando el acceso a los medios de vida y de trabajo en sentido amplio. Otorgan la posibilidad de participar del bienestar social, entendido como bienes que se incorporan a través de un proceso colectivo y se van acumulando en el tiempo. Por ello, como se ha señalado [5], los derechos de segunda generación previstos en el Estado de bienestar son derechos de crédito del individuo en relación con la colectividad, como son: el derecho al trabajo, a la salud, a la educación. Contribuyen a atenuar o eliminar los impedimentos al pleno uso de las capacidades humanas. El titular de estos derechos es el hombre en su individualidad. Tienen como sujeto pasivo al Estado porque en la interacción entre gobernantes y gobernados, la colectividad asumió la responsabilidad de atenderlos.
 
Las técnicas jurídicas que conducen al goce de los derechos son diferenciadas para cada generación, el respeto de los derechos sociales depende del Estado y requiere que las normas jurídicas desempeñen un papel de promoción de los individuos en la sociedad a través de la ampliación de los servicios públicos [6]. Estos derechos que se expresan en el plano jurídico por la exigencia de solidaridad, constituyen una idea de razón que trasciende los límites prácticos del conocimiento para detenerse en el problema de la desigualdad.
 
Uno de los problemas centrales en torno al cual se dirime el alcance de la ciudadanía social es el de la relación entre el reconocimiento del derecho y su efectivo acceso. En este sentido, Amartya Sen incorpora el concepto de "titularidades" que expresan una relación entre las personas y los bienes de consumo, mediante la cual se legitima el acceso y control de ellos. Es decir, las titularidades conceden a las personas una pretensión legítima hacia las cosas [7]. Otorgan capacidad para disponer de las cosas a través de los medios legales disponibles en la sociedad. No se trata, por tanto, de una capacidad personal, sino que está estructurada socialmente a través de las leyes que le otorgan un cierto grado de permanencia. Por ello, las titularidades están siempre en la naturaleza de los derechos. Los derechos básicos constituyen titularidades, incluyen derechos garantizados constitucionalmente por el hecho de ser miembros de una sociedad. En este contexto se inscriben los derechos de ciudadanía. La ciudadanía es, señala el autor, un conjunto de titularidades.
 
Las titularidades permiten acceder a bienes materiales o inmateriales denominados por Dahrendorf "provisiones". Las provisiones, entonces, constituyen opciones en cuanto al objeto a elegir. Son cosas que pueden crecer o disminuir. La revolución industrial, se advierte, fue una revolución de provisiones, la francesa fue una revolución de titularidades. De la relación que exista entre titularidades y provisiones depende el desarrollo que adquiera la ciudadanía de un país. El concepto de oportunidades vitales, en tanto opciones, parece reunir a ambos conceptos. 
 
Podríamos concluir, que en nuestro país el derecho al trabajo, como titularidad, constituye la puerta de acceso al sistema de protección social y de adquisición de bienes y servicios (provisiones) regulado legalmente. Hasta no hace mucho tiempo, el orden contractual del empleo asalariado estaba rodeado y atravesado por regulaciones colectivas garantizadas por la ley y conformadas por dos ramas diferentes y a la vez complementarias como son el derecho al trabajo y a la protección social [8] . La relación entre titularidades y provisiones adquiere mayor o menor intensidad en función del comportamiento y regulación legal del trabajo. 
 
La flexibilidad laboral, resulta sumamente ilustrativa de esta situación en tanto nos permite dar cuenta de un doble proceso: por un lado, se ha producido un debilitamiento de las titularidades en tanto se ha reducido, a través de medios legales, la capacidad de las personas de ejercer el derecho al trabajo. Esto es, se le ha restado legitimidad a la pretensión. Por otro lado, como consecuencia de ello, se ha deteriorado notablemente el equilibrio de la relación entre titularidades y provisiones: así se observan situaciones que van desde la precarización de las relaciones laborales y sociales en donde se evidencia un distanciamiento entre ambos elementos provocando inestabilidad laboral y social manifiestas; hasta el desempleo que interrumpe o quiebra el nexo entre titularidades y provisiones provocando la exclusión social.
 
3. La ciudadanía social del Siglo XX
 
Los derechos crédito, definieron un modelo de ciudadanía social que alcanzó su máxima expresión con los estados intervencionistas. En nuestro país, durante el período denominado de maduración de la política social, entre 1946 y 1953, se desarrolla una red de instituciones de protección social con el alcance de derechos sociales que reconocen al trabajador como actor fundamental. El sujeto de los derechos sociales fue, en este modelo, el "trabajador formal". En ésta categoría quedan adscriptos los derechos sociales en nuestro país. 
 
Se definió así, un perfil de ciudadanía social que si bien no tuvo un carácter universalista, logró articular un importante vínculo de integración social que funcionó como marco de contención social y a la vez de legitimación política del modelo vigente. Este proceso dió lugar a la consumación de los trabajadores como categoría social con derechos específicos, ampliando notablemente su base social, abarcando y dando identidad a un abanico de categorías ocupacionales que superaron la del "obrero industrial" para quedar comprendidas en la de "asalariado formal" [9] . Se construyó entonces, lo que se denomina una estructura asalariada que logra identificar y asociar el trabajo asalariado a una red de protecciones sociales con base jurídica. 
 
Esta modalidad de actuación pública, de la cual fue testigo el siglo XX, que se sostiene sobre la base de una relación particular entre Estado y sociedad a partir de la cual las esferas económica y social fueron objeto de regulación y protección estatal y los programas de bienestar fueron incorporados a la política del Estado como elementos constitutivos de la justicia social, comienza a manifestar, a mediados de los 70', signos evidentes de agotamiento.
 
Asistimos hoy, en un contexto de globalización de la economía y de hegemonía del mercado, a una gran transformación social cuyo eje central es la precarización de las condiciones de trabajo y de la protección social que se había construído sobre bases solidarias. El trabajo, como componente principal de integración y estructuración de la vida comunitaria, parece debilitarse. Ha dejado de cumplir sus funciones esenciales, y en consecuencia la disgregación, la vulnerabilidad, la marginación y la pérdida de ciudadanía condena a vastos sectores de la sociedad.
 
En este marco, la integración social y la ciudadanía se encuentran en constante amenaza. La idea de integración social se estructura, siguiendo a Castel [10], en base a dos órdenes de factores: en relación al trabajo y en relación a la inserción relacional. Cualquier modificación que se produzca en cada uno de ellos o en ambos a la vez, va a incidir en la condición social de una persona, y es lo que permite diferenciar zonas o niveles de integración social. Ambos factores nos reenvían, a nuestro entender, a dos dimensiones - señaladas por diversos autores- que operan de manera combinada en la concepción de integración social: la material y la simbólica. Así, la "integración material" se vincula a la posibilidad de acceder a los bienes y servicios de consumo (inserción ocupacional) y la "integración simbólica" a la posibilidad de participar y compartir el proceso de gestación y asimilación de valores sociales (inserción relacional).
 
La política social, en la medida en que se constituye en el ámbito natural de configuración e implementación de los derechos sociales de ciudadanía -como señala Donati-, aparece en este escenario como el gran enigma a descifrar. De allí que el espacio de construcción de la ciudadanía social está íntimamente vinculado a las transformaciones y reestructuraciones que operan en dicho ámbito. Cualquier intento de conceptualización de la ciudadanía social nos remite sin duda a las políticas sociales, pero no sólo consideradas como instrumentos del Estado sino también como resultado de iniciativas de la sociedad civil.
 
La desestabilización general de las condiciones de trabajo, el desempleo, la informalización, la flexibilidad laboral, ponen en evidencia: por un lado, la dificultad de sostener el derecho al trabajo -como derecho social- y de vivenciarlo como tal al restringirse los espacios de sociabilidad (fábricas, empresas, industrias, comercios, etc.); y por otro la imposibilidad de garantizar la cohesión social en la medida que uno de los soportes escenciales de integración social está en retirada.
 
Se puede observar hoy una interrrupción en el proceso de construcción de la ciudadanía social del modelo universalista, que se inicia con la crisis del Estado intervencionista y se profundiza en la actualidad, que se relaciona fundamentalmente con dos procesos que corren por un mismo carril. En primer lugar, la pérdida de centralidad del trabajo como vector principal de integración social que expulsa a importantes sectores de la población a vivir en una suerte de "exilio" respecto de la sociedad y de la ciudadanía [11]. Asimismo, expone a situaciones de vulnerabilidad y fragilidad manifiesta a otros que si bien aún permanecen dentro, no tienen ninguna garantía de poder conservar esa condición social. 
 
En este sentido, la flexibilización laboral contribuye a acelerar este proceso en la medida que intenta destruir las regulaciones colectivas de trabajo, que constituyen al mismo tiempo garantías colectivas. Al decir de Castel [12], la incorporación de las convenciones colectivas al contrato de trabajo ha significado la introducción de la dimensión de solidaridad, que es al mismo tiempo la introducción de una dimensión no económica, que no es dirigida por el mercado, y que constituyó por tanto una forma de domesticación del mercado. La tendencia entonces, es hacia la reindividualización de las relaciones de trabajo, como forma de superar las regulaciones colectivas en tanto son consideradas obstáculos para el libre funcionamiento del mercado y para la eficacia económica. Las relaciones de trabajo se personalizan, funcionan con mayor autonomía y mayor margen de maniobra. Esta situación, sin embargo, puede beneficiar unicamente a los obreros calificados, que por otra parte son los menos, quienen tienen así la posibilidad de competir en el mercado de trabajo y optar por las mejores ofertas. Pero para la mayoría de los trabajadores , que son los no calificados, implica un claro retroceso en términos de derechos sociales y de protección social, en la medida en que quedan inhabilitados para competir en el nuevo escenario. 
 
En segundo lugar, la pérdida de derechos sociales básicos resulta como consecuencia del perfil que asumen las políticas sociales en la actualidad, en donde el universalismo ha sido desplazado por la selectividad, la solidaridad por el individualismo, la equidad por la eficacia y la idea de beneficio social por la de lucro. En definitiva, frente al avance desmedido de la lógica del mercado se reconoce la necesidad de replantear el papel del Estado en el desarrollo económico y social en todo el mundo. El último Informe del Banco Mundial [13] lo señala expresamente y propone un amplio marco de referencia para abordar el problema de la eficacia del Estado a nivel mundial tratando de reducir la brecha creciente entre lo que se espera del Estado y su real capacidad de respuesta. La finalidad es . elevar el nivel de bienestar de la población ampliando la capacidad del Estado, es decir, su capacidad de emprender y promover acciones de interés colectivo en forma eficiente. . Las estrategias planteadas para concretar la finalidad propuesta son dos: 1. Acomodar la función del Estado a su capacidad y 2.Aumentar la capacidad del Estado mediante la revitalización de las instituciones públicas. El Informe señala también la forma en que los países podrían iniciar un proceso de reconstitución de la capacidad estatal. El interrogante central que está presente en éste planteo es por qué y en qué forma algunos Estados consiguen mejor que otros mantener el desarrollo, eliminar la pobreza y adaptarse al cambio.
 
Ciertos hechos trascentendes registrados en la economía mundial -caída de las economías dirigidas de la Unión Soviética y de Europa central y oriental; la crisis fiscal del Estado de bienestar en varios países industrializados; el papel central desempeñado por el Estado en los países del Asia Oriental; etc.- obligaron a replantear el rol del Estado en el momento actual a partir de interrogantes fundamentales: cuál debe ser su papel, qué es lo que puede y qué es lo que no puede hacer y cómo debe hacerlo. Según el Banco Mundial la eficacia o ineficacia de los poderes públicos es el factor determinante de los acontecimientos producidos. Desde esta perspectiva, las razones que justifican hoy la intervención del Estado derivan de las disfunciones que presenta el mercado y la necesidad de obtener mayores niveles de equidad social.
 
Prevalece la modalidad asistencial en el estilo de intervención que adopta el Estado a través de las políticas compensatorias o de emergencia, que absorven la mayor parte del escenario de la gestión social. Al reducirse la universalidad y los grados de cobertura de muchos programas sociales, como bien señala Sonia Draibe [14] , se van retirando del campo de los derechos sociales muchos de los beneficios, o bien, en algunos casos se privatiza la producción, la distribución o ambas formas públicas de prestación de los servicios sociales.
 
Una forma de expresión de aquella pérdida ha sido la reducción o desaparición de los espacios de sociabilidad gestados por las instituciones destinadas a prestar servicios sociales o a ejercitar los derechos sociales. La integración simbólica derivada de la existencia de los derechos sociales quizás no se vea inmediatamente afectada, pero lo que sí se menoscaba es la posibilidad existencial de vivenciarlos(por ejemplo, para ejercer el derecho a la salud se requiere de hospitales públicos que funcionen). Asimismo, consideramos que esta regresión operada en este perfil de ciudadanía social obedece tanto al deterioro de las funciones del Estado, como al debilitamiento de la sociedad civil. En este sentido, el proceso de desindicalización y crisis de los sindicatos contribuye a profundizar la precarización de las relaciones de trabajo.
 
En definitiva, estas dos manifestaciones de deterioro de la ciudadanía no hacen más que advertir que éste proceso deviene en una disolución progresiva del vínculo de integración social para importantes sectores de la sociedad. Esto es, el eslabonamiento que la dinámica social construye para garantizar la integración social (derechos sociales-políticas sociales-ciudadanía social) se quiebra en la medida que sus eslabones pierden consistencia, se desdibujan.
 
4. Los contornos de la ciudadanía social del siglo XXI
 
Este modelo de ciudadanía social, basado en el reconocimiento y acceso a derechos sociales básicos -salud, educación, vivienda, alimentación, trabajo- es el que está en crisis, que obedece a nuestro entender a las razones antes expuestas y además al surgimiento de nuevos derechos. Así, se observa un proceso de multiplicación que exhiben particularmente los derechos sociales -como bien señala Bobbio [15]-, como resultado de la vinculación existente entre los derechos del hombre y de la sociedad. Se produce fundamentalmente por tres causas: 1. acrecentamiento de los bienes que merecen ser tutelados como derechos; 2. ampliación de la titularidad de derechos a sujetos distintos del hombre o la mujer en su singularidad (por ejemplo: la familia, minorías étnicas, minorías sexuales, religiosas, la humanidad, la preservación de la naturaleza, el medio ambiente, etc.); 3. consideración del hombre o la mujer en función de sus roles sociales, es decir en su especificidad y no como hombre o mujer en abstracto, esto es: como menor, como anciano, como trabajador, como enfermo, como padre, como madre, es decir en relación al sexo, a la edad, a sus condiciones físicas.
 
De esta manera, los llamados derechos de la tercera y cuarta generación avanzan dando contenido a la ciudadanía social del siglo XXI. Esta nueva generación de derechos, también denominados "difusos", están vinculados a demandas de calidad de vida, valoración de las diferencias, no discriminación, defensa de roles, valoración de identidades, preservación de la naturaleza y medio ambiente,etc. Tienen como titular no al individuo en su singularidad sino a grupos humanos: familia, pueblo, nación, colectividades(religiosas, étnicas, etc.) o la humnanidad. 
 
Los procesos de consolidación de las democracias que se están viviendo en distintos países del mundo en la actualidad, van acompañados de manifestaciones abiertas de respeto y ampliación de derechos ciudadanos vinculados tanto a la creación de sujetos individuales y colectivos, como a la demanda simbólica de pertenencia anclada en identidades colectivas [16]. 
 
El nuevo perfil ciudadano reconoce cambios en diversos planos que han sido objeto de análisis por distintos autores. Así, se señala que mientras en la ciudadanía de tipo universalista o asociada al Estado de bienestar la cultura política estaba centrada en la valoración del Estado, lo colectivo, lo homogéneo, en la actualidad se pone mayor énfasis en la sociedad civil , en el individuo, en lo privado, en lo diferenciado. En este sentido, como bien señala Lechner [17], no hay aún una imagen fuerte de ciudadano como resultado de un proceso limitado de individuación. Predominan resabios de una identidad colectiva, en donde las nociones de pueblo, masas, clase, tienen mayor poder de evocación que la idea de ciudadano. Al mismo tiempo, la conciencia corporativa de derechos adquiridos, resulta más fuerte que el principio igualitario del "derecho a tener derechos" en que se sostiene la ciudadanía. No olvidemos que las instituciones del Estado de bienestar promovieron un ciudadano pasivo, dependiente del Estado, a tal punto que autores como Habermas advierten que favorecieron un retraimiento privatista de la ciudadanía y una particular "clientelización" del rol de ciudadano [18].
 
En términos de participación y construcción de identidades se advierte respectivamente el paso de una participación directa inducida desde arriba, a una participación surgida desde abajo; de identidades fuertes, políticas, centradas en el ciudadano trabajador a la construcción de identidades más débiles, menos políticas basadas en estilos de vida y de consumo asociadas a la idea de ciudadano consumidor, cliente [19].
 
Este proceso de ampliación de la ciudadanía social que nos ocupa en particular, ofrece en nuestro país ejemplos recientes sumamente significativos. El reconocimiento público, realizado por el Secretario de Seguridad Social [20], a las parejas homosexuales al reclamo y cobro de pensiones a la viudez, como así también, el derecho a la cobertura médica al compañero homosexual de un afiliado, abre un capítulo inédito en la Seguridad Social Argentina, registrando antecedentes similares sólo en países europeos. En ambos casos se realizó una interpretación amplia de las leyes que regulan las prestaciones respectivas considerando que en ninguna de las dos situaciones la legislación hace precisiones de género ni exige ningún tipo de unión formal, sino solamente se requiere: acreditar un mínimo de 5 años de convivencia con el afiliado titular y recibir un trato familiar. La posición adoptada la Secretaría de Seguridad Social en esta temática abre las puertas para que otras normas sean interpretadas en la misma dirección, priorizando la condición de ciudadano ante la condición sexual de una persona, dejando atrás los prejuicios y las discriminaciones. Asimismo, en las declaraciones vertidas por el funcionario en esta oportunidad, se señala, que es necesario que la Seguridad Social esté preparada para las nuevas situaciones sociales que se presentan tratando de acompañar, en la medida de lo posible, los cambios de época.
 
Por otra parte, recientes fallos judiciales de la Corte Suprema de Justicia de la Nación [21] recocen valor económico al trabajo doméstico desempeñado por la mujer. Se trató de casos en que, ante la muerte de la mujer -aunque cumpla además tareas remuneradas fuera del hogar- se reconoce al marido el pago de una indemnización en función de los gastos que le ocasiona a la familia reemplazar el trabajo cotidiano realizado por la madre. El alcance de este reconocimiento en términos de ciudadanía resulta trascendente en un doble sentido: primero, porque en términos económicos -en caso de ser contemplado legislativamente en el ordenamiento del trabajador formal- implicaría la posibilidad de remunerar esas tareas, que hasta el momento habían sido subestimadas, aumentando los ingresos familiares para muchos hogares, considerando que en Argentina alrededor de 2,5 millones de mujeres trabajan dentro y fuera del hogar y alrededor de 7 millones son amas de casa. En segundo lugar, la mujer estaría habilitada para acceder a los derechos sociales reconocidos a todo trabajador.
 
En definitiva, el proceso de declinación de la ciudadanía social fundada en el Estado de bienestar parece irreversible, en tanto las políticas del Estado se reducen a la asistencia social, no produciendo efectos en la esfera de los derechos ciudadanos sino en el plano de la política, intentando controlar el conflicto social. En efecto, la asistencia social transita en el ámbito de la ayuda solidaria, del voluntarismo, de la dádiva, restando legitimidad a las demandas. Esto es, se desconocen titularidades, se debilitan capacidades de pretensión en términos legales, alejando cada vez más las posibilidades de equilibrar la relación con las provisiones. En la medida en que la gestión social quede anclada en el modelo asistencial, será cada vez más difícil responder a las necesidades desde el ámbito de los derechos. 
 
Los excluídos de la sociedad moderna y sin posibilidades de reinsertarse en ella, no poseen los recursos de acción colectiva de que disponen los incluídos para traducir sus demandas en derechos en tanto presentan serias dificultades de organización a causa de la disgregación producida en el plano las relaciones sociales. En consecuencia, las connotaciones que adquiere la exclusión implica por un lado, privar a la población de las formas más elementales y dignas de vida humana que garantizan los derechos sociales, y por otro, cerrarles las posibilidades de acceso a la nueva etapa a la que está ingresando la humanidad. Cabe remarcar que, el ejercicio de los derechos de ciudadanía supone el reconocimiento de una cierta pertenencia comunitaria a través de la cual el individuo se va desarrollando y autodeterminando [22].
 
Paralelamente, el proceso de cambio que se está dando en este siglo en torno a la ampliación de la ciudadanía, se proyecta a nuevas dimensiones de posicionamiento social, que reconoce su punto de partida en los derechos sociales -denominados de la segunda generación- y avanza hacia la consolidación de nuevos derechos que operan de manera complementaria para garantizar un status de ciudadano acorde a las demandas de la época. Compartimos la idea de una ciudadanía activa, que no sólo hace referencia a la pertenencia a un Estado como organización, sino también al status que se define por los derechos y deberes de los ciudadanos. 
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La necesidad de realizar juicios referidos a delitos de lesa humanidad a través de videoconferencias llevó a la Dirección General de Tecnología a efectuar un intento laboreo a fin de cumplimentar con lo dispuesto oportunamente con los objetivos fijados por el Consejo de la Magistratura de la Nación y la Administración General del Poder Judicial.

Las instalaciones debieron efectuarse a través de configuraciones desarrolladas a medida de cada uno de los requerimientos en razón de que los contextos de funcionamiento entre los puntos involucrados resultaban heterogéneos y no brindaban un marco ideal para poder contar con este servicio.

Así, debieron aplicarse soluciones específicas a fin de establecer la comunicación entre los puntos como así también proveer equipamiento y software adecuado a las condiciones ambientales de los imputados y testigos (hospitales, domicilios particulares, recintos asignados ad-hoc, salas de audiencias propias y especiales, recintos en el extranjero, etc.).

Para ello se estudió cada situación en particular y se ofreció la solución más conveniente para superar la problemática del caso y aportar el servicio requerido al Tribunal requirente en tiempo y forma aun en plazos muy exiguos y con audiencias orales que durarían varios meses.

Los emprendimientos que fueron abordados y llevados a cabo integra y exitosamente por los técnicos de la Dirección General de Tecnología dependiente de la Administración General del Poder Judicial, son los siguientes:

 

 

Autos: Causa n° 2333 - “Colombo, Juan Carlos s/asociación ilícita, etc.”
Tribunal: Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Formosa

Duración: Febrero de 2009 – Noviembre de 2009

Nodo 1: Colegio Público de Escribanos - Ciudad de Formosa

Nodo 2: Libertad 731 - Piso 3° – Ciudad Autónoma de Buenos Aires

 

Requerimiento: Establecer un sistema de videoconferencia entre la Sala de Audiencias del Tribunal Oral Federal de Formosa con la sala instalada en la sede del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados en la ciudad de Buenos Aires, para facultar la presencia en el juicio oral del detenido impedido físicamente a disposición del mencionado Tribunal.

Descripción de tareas: Para sustanciar este acto, el Tribunal fue constituido en el Colegio Público de Escribanos de la Provincia de Formosa debido a las limitaciones de espacio que posee el Tribunal Oral el lo Criminal Federal de Formosa. Por esta razón, y para enlazar el Tribunal con la red del Poder Judicial de la Nación, se instaló una antena de radiofrecuencia entre éste Colegio Público y el edificio sede de los Tribunales Federales de Formosa.

Esta solución tecnológica vinculó los nodos de CABA con el Tribunal, haciendo uso de la red digital que conecta dicho Tribunal con la Dirección General de Tecnología, situada en el mismo edificio donde se hacía presente el imputado. El ancho de banda de este enlace fue ampliado para lograr un rendimiento adecuado de la red de comunicaciones para la realización de una videoconferencia.

Una vez enlazados los puntos en cuestión, se instalaron equipos de videoconferencias en dispositivos “PC” en ambos sitios. Estos equipos de videoconferencia fueron definidos y configurados haciendo uso de “software libre”, consecuencia del escaso tiempo disponible y de los conocimientos del personal asignado.

El software instalado en cada nodo fue adquirido en su versión original de sitios de Internet con licencias GPL (uso libre) y testeados previamente. Estas soluciones brindaron un excelente resultado aplicando tecnologías de compresión y codificación. El hecho de haber optado por tecnologías de software libre desarrollado por Universidades, e instaladas en equipamiento del tipo PC,  fue un factor primordial en la reducción directa de costos, la disminución considerable de tiempos y el provecho del conocimiento de esta área tecnológica. Cabe destacar que estas tecnologías son las mismas aplicadas a cada requerimiento descrito en este informe, en función al éxito de esta primera implementación.

Para el nodo de Formosa, se instaló un sistema de sonido compuesto por una consola de audio, micrófono, potencia y bafles que fueron interconectados con el equipo de videoconferencia. Asimismo  la salida de imagen de este equipo, fue derivada a dos monitores LCD para suministrar video al tribunal y al público presente.

En la Ciudad de Buenos Aires se instaló un equipo similar dentro de una sala otorgada por el Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados, acondicionada a tal fin. En esta sala se ubicó el nodo de videoconferencia con un monitor LCD de dimensiones suficientes para una correcta visión del tribunal y se amplifico el sonido mediante un dispositivo “amplificador” del tipo 2.1 para voces.

Debido a la necesidad de interconectar al imputado con su defensor, se instalaron y configuraron dos equipos de telefonía IP. Esta solución fue implementada mediante el servicio de VoIP que posee la Dirección General de Tecnología. Con esta solución, se eliminaron los costos de comunicación, brindando un enlace telefónico privado punto a punto entre ambos extremos.

 

 

Autos: Causa Nº 03/08 - "BRUSA, Víctor Hermes - COLOMBINI, Héctor Romeo - RAMOS CAMPGANOLO, Eduardo Alberto - PERIZZOTTI, Juan Calixto - AEBI, María Aebi - FACINO, Mario José - MARCELLINI, Domingo Manuel s/ infracción arts.144, 1er. párrafo de la Le N° 14.616; arts. 144 bis incs. 1° y 2° y 142 inc. 1° último párrafo de la Ley N° 23.077 y art. 55 del Código Penal”
Tribunal: Tribunal Oral en lo Criminal Federal N° 1 de Santa Fe

Duración: septiembre  2009

 
Nodo 1: Domicilio particular del imputado - Ciudad de Mendoza –Provincia de Mendoza

Nodo 2: Tribunal Oral de Santa Fe – Ciudad de Santa Fe– Santa Fe

 
Requerimiento: Establecer un sistema de videoconferencia entre la Sala de Audiencias del Tribunal Oral Federal de Santa Fe con el domicilio particular del imputado en la ciudad de Mendoza, para facultar la presencia en el juicio oral del detenido impedido físicamente a disposición del mencionado Tribunal.

 

Descripción de tareas: A fin de establecer un enlace entre el tribunal y el domicilio del imputado se instaló una antena de largo alcance entre la Cámara Federal de Apelaciones de Mendoza y el domicilio del imputado, situado a 1,2 kilómetros de distancia. De esta manera se generó una comunicación directa entre este domicilio y el Tribunal Oral de Santa Fe, haciendo uso de la red digital que conectó la Cámara de Mendoza con la Dirección General de Tecnología, y a su vez,  esta última con el Tribunal Oral de Santa Fe.

Para cumplir con los requerimientos de red, se amplió la capacidad de la sección que une la Dirección de Tecnología con la ciudad de Santa Fe y se implementaron las capacidades tecnológicas de MPLS suministradas por la prestataria, con el objeto de priorizar el tráfico de videoconferencia.

De la misma manera que el juicio anterior, se instalaron equipos de videoconferencia en ambos extremos. Para el domicilio del imputado se implementó un monitor LCD y un sistema de audio móvil, con su respectivo teléfono IP. Para el extremo Santa Fe, se derivó la imagen a un proyector, para servir de video al público presente, en virtud de la envergadura de la sala. Para el Tribunal, se instaló un monitor en el recinto del mismo.

Para el envío del sonido se interconectó el equipo de videoconferencia con la solución de audio de la sala.

 

 

Autos: Causa n° 281/08 - “MENENDEZ, Luciano Benjamín y otros s/ Homicidio Agravado, Privación Ilegitima de la Libertad Agravada, Imposición de Tormentos Agravados y Lesiones Gravísimas”
Tribunal: Tribunal Oral en lo Criminal Federal N° 1 de Córdoba

Duración: octubre  2009 – Diciembre 2009

 

Nodo 1: Tribunal Oral de Córdoba - Ciudad de Córdoba – Córdoba –

Nodo 2: Libertad 731 Piso 2 – Ciudad Autónoma de Buenos Aires – Buenos Aires

 
Requerimiento: Establecer un sistema de videoconferencia entre la Sala de Audiencias del Tribunal Oral Federal N° 1 de Córdoba con la sala instalada en la sede del Jurado de Enjuiciamiento de Magistrados en la Ciudad de Buenos Aires, para facultar la presencia en el juicio oral del detenido impedido físicamente a disposición del mencionado Tribunal.

 

Descripción de tareas: para implementar un enlace entre ambos puntos, se decidió unir al Tribunal Oral Federal N° 1 de Córdoba mediante el enlace de Internet local. En función de implementar la seguridad necesaria, por hacer uso de una conexión pública, se instaló y configuro una red privada (VPN) para unir los puntos en cuestión. Esta red privada fue realizada con servidores y software actuales de la Dirección para encriptar toda la información que la atraviesa, y con ello, transmitir el sonido, video y la comunicación telefónica de VoIP.

En el extremo de la ciudad de Córdoba se instaló un equipo de videoconferencia dentro de la Sala de Audiencias del Tribunal y se colocó un monitor en el Tribunal.

Asimismo se instalaron los equipos de telefonía IP y sonido, uniéndolos al servicio de videoconferencia.

Para el nodo de Capital Federal, se hizo uso del mismo equipamiento utilizado en la primera instalación, ya que el imputado era citado en la misma dependencia.

 

Autos: Causa N° J-29/09 - “Jefatura de Policía de la Provincia de Tucumán s/ Secuestros y desapariciones”
Tribunal: Tribunal Oral en lo Criminal Federal de Tucumán

Duración: Marzo 2010 – Actualmente

 

Nodo 1: Tribunal Oral de Tucumán - Ciudad de San Miguel de Tucumán – Provincia de Tucumán

Nodo 2: Domicilio particular del imputado - Ciudad de San Miguel de Tucumán – Tucumán

 
Requerimiento: Establecer un sistema de videoconferencia entre la Sala de Audiencias del Tribunal Oral Federal de Tucumán con el domicilio del imputado sito en las afueras de la Ciudad de Tucumán, para facultar la presencia en el juicio oral del detenido impedido físicamente a disposición del mencionado Tribunal. Una vez completada la instalación y ante el agravamiento de la saludo del imputado Antonio Domingo Bussi, se solicito y efectivizo el traslado del servicio al domicilio del imputado Alberto Luis Cattaneo.

 

Descripción de tareas: Para este caso, existía un desafío de configuración e instalación muy importante; la distancia entre el Tribunal Oral de Tucumán y el domicilio del Imputado era de 12 Km. Para resolver esta situación se instaló una antena de gran escala y magnitud de señal, amurándola en ambos sitios.

Una vez conectada, se configuró el total del enlace haciendo uso de la red digital del PJN existente entre la Cámara Federal de Tucumán y la Dirección General de Tecnología. Con esta configuración ambos extremos quedaron enlazados.

Ante la eventual falla de un enlace tan extenso, se configuró el sistema de videoconferencia para hacer uso de una conexión 3G alternativa. Esta conexión 3G está constituida por enlaces de GSM de telefonía móvil. Se hicieron pruebas sobre esta tecnología dando como resultado una opción aceptable ante una pérdida del vínculo principal. Para garantizar la seguridad de la información, se implementó nuevamente una red privada VPN entre esta tecnología 3G y un enlace de Internet tipo ADSL que disponía la Cámara de Tucumán. Asimismo, se instaló un equipo de videoconferencia en el domicilio del imputado y otro en el Tribunal Oral de Tucumán.

Ante la presencia del defensor en el domicilio del imputado, no fue necesaria la instalación de la solución de telefonía VoIP.

Debido a dificultades de salud que presentó el imputado, el mismo fue aparatado de la causa. A raíz de esto, y ante la decisión de proseguir con el juicio a través del servicio de videoconferencia con el otro imputado, se desinstaló la antena del domicilio del Imputado Antonio Domingo Bussi y se la emplazó en el domicilio particular del imputado Alberto Luis Cattaneo. Nuevamente se configuro y se adecuó toda la solución al lugar.

 

Autos: Causa N° 1668 – “Miara Samuel y otros s/infracción arts. 144 bis, inciso 1° 6 y último párrafo –ley 14.616-, en función del art. 142 inciso 1° - ley 20.642- del C.P.; 144 bis, último párrafo en función del art. 142 inc. 5° del C.P., en concurso real con infr. Arts. 144 ter, primer párrafo –ley 14.616 del C.P.”
Tribunal: Tribunal Oral en lo Criminal federal N° 2 de la Capital Federal

Duración: Marzo 2010 – Actualmente

 
Nodo 1: Hospital Churruca - Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Nodo 2: Comodoro Py 2002 – Ciudad Autónoma de Buenos Aires

 
Requerimiento: Establecer un sistema de videoconferencia entre la Sala de Audiencias del Tribunal Oral Federal N° 2 sito en la Sala Auditorium de Comodoro Py 2002 con el Hospital Policial “Churruca Visca”, para facultar la presencia en el juicio oral del detenido impedido físicamente a disposición del mencionado Tribunal.

 

Descripción de tareas: Las actividades realizadas para este acto se basaron en proporcionar seguridad y estabilidad a las conexiones, debido a que en ambos extremos se utilizaron enlaces dedicados de Internet. Para unir ambos sitios, la Policía Federal brindo un ancho de banda de 2 Mb simétricos hacia Internet, con IP pública dentro del Hospital. Asimismo, para unir el edificio de Comodoro Py también se utilizo el enlace de Internet del edificio, que fue previamente ampliado hacia una capacidad de 4 Mb simétricos. Para seguir brindado el servicio de Internet al tribunal, se enrutaron los requerimientos por medio del enlace digital que unen al Tribunal con la Dirección General de Tecnología, haciendo pasar las peticiones por el proxy central. Para ello se amplió también el ancho de banda de éste enlace.

Se instaló un equipo de videoconferencia en una sala del Hospital designada a tal efecto. Para el Tribunal, se instaló el otro equipo de videoconferencia interconectándolo con el sistema de grabación de audio y video de la sala. La imagen proveniente del hospital se derivó a los monitores de la sala.

Para segurizar la conexión de ambos extremos se utilizo un enlace de VPN, realizado con el servidor de la Dirección. Para comunicar al imputado con su defensor, se instaló el servicio de VoIP haciéndolo pasar por la misma VPN, a fin de encriptar toda la comunicación existente.

 

Autos: Diferentes Causas en materia de delitos de lesa humanidad

Tribunal: Tribunales Orales en lo Criminal Federal N° 1, 2 y 5 de la Capital Federal

Duración: Junio 2010 en adelante

 
Nodo 1: Sala de Audiencias Auditorio de la Cámara Nacional de casación Penal sita en el Subsuelo de Comodoro Py 2002 – Ciudad Autónoma de Buenos Aires

Nodo 2: Sedes de Embajadas Argentinas en España (Madrid) y México (Mexico DF) y Sede del Consulado Argentino en Miami (USA)

 
Requerimiento: Establecer un sistema de videoconferencia entre la Sala de Audiencias Auditorio de la Cámara Nacional de casación Penal, para permitir la declaración testimonial de testigos radicados en el exterior.

 

Descripción de tareas: A fin de permitir la instalación de un sistema sencillo, que permitiera su traslado a las distintas sedes de Embajadas y Consulados Argentinos en el exterior, se definió un esquema de dispositivos cuyos componentes fueran fácilmente trasladados, instalados, configurados y puestos en marcha.

Este esquema comprendió la adquisición del software y componentes de hardware necesarios para facilitar no solo una instalación simple sino también su operación a distancia.

Para ello se dispuso la adquisición de un equipo de videoconferencia completo, para ser instalado en la sala de audiencias, cuya instalación permitirá conectar la videoconferencia al servicio de audio y video de la sala, lográndose con ello la visualización y audición con las actuales pantallas, cámaras, parlantes y micrófonos en uso.

Este equipo se encontrará a su vez interconectado con la red de comunicaciones, a fin de facilitar la comunicación con el entramado de red interna y salida a la red de Internet, y así establecer la conexión con los puntos en el extranjero.

A cada una de las Embajadas y Consulados fue remitido un paquete de elementos compuesto por: computadora SFF, monitor LCD, software de videoconferencia, parlantes, micrófono y cámara web.

Estos dispositivos serán instalados en cada una de las sedes y conectados a la red de Internet que poseen.

Una vez establecida la comunicación, se podrán realizar las llamadas en el contexto de los juicios orales, facultándose la intercomunicación de los testigos con el Tribunal y las partes, permitiéndose el intercambio de audio y video entre los pares de puntos involucrados.

A partir de ello se agregarán paulatinamente otros puntos que se encuentran en fase de preparación, como son las ciudades de París, Panamá, Perú, Canadá, etc.

19 de Octubre de 2010

Plan Nacional de Telecomunicaciones Argentina Conectada

Cristina Fernández presentó el plan quinquenal de Telecomunicaciones "Argentina Conectada" y el despliegue de la Televisión Digital Abierta. Con una inversión de $8.000 millones.
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Cristina Fernández realizó anuncios para el sector de las Telecomunicaciones

· Fotos 

La presidenta realizó, en el Centro Cultural del Bicentenario, la presentación del Plan Nacional de Telecomunicaciones “Argentina Conectada” y el despliegue a nivel nacional de la Televisión Digital Abierta (TDA). Con una inversión pública de $8.000 millones el Gobierno busca expandir en cinco años la banda ancha y la TV digital a todo el país.

Además, la Jefa de Estado dio inició el período de prueba federal para la TDA y puso en funcionamiento mediante teleconferencia a las estaciones digitales de transmisión emplazadas en las ciudades bonaerenses de Benavídez y en la ciudad chaqueña de Resistencia. Además, dio inicio a la transmisión satelital a Tierra del Fuego, mediante una comunicación con la gobernadora de esa provincia, Fabiana Ríos, quien se encontraba en la escuela Nº266 de Ushuaia.

 

El objetivo es "democratizar el acceso a la información y a las comunicaciones", explicó Planificación en un comunicado, al tiempo que enfatizó que el gobierno garantizará "el acceso a las redes a todos los habitantes de la República Argentina en todo el país".

 

La empresa estatal AR-SAT será la responsable de definir la infraestructura, y el equipamiento en materia de telecomunicaciones para abaratar el servicio de Internet de banda ancha. 

 

AR-SAT impulsará la marca "Articom" como la gestora y comercializadora de los servicios en materia de telecomunicaciones que serán desarrollados junto a empresas privadas, cooperativas, entidades universitarias y trabajadores. 

 

Esto será posible mediante un aporte de capital de $8.000 millones informó el ministrod e Planificación, Julio de Vido. 

 

Explicó que la mayor parte del financiamiento se dirigirá a la compra de equipamiento de alta tecnología para prestar el servicio y computadoras portátiles para el hogar.

 

"La meta del programa es expandir la banda ancha a todo el territorio nacional y llegar al año 2015 con más de 10 millones de hogares con algún tipo de conexión o acceso", señaló la cartera de Planificación.

 

Eso supondría duplicar el actual número de domicilios con acceso a los servicio de telefonía, Internet y video, y quintuplicar la penetración de fibra en el país. 

 

Además, el Gobierno habilitará espacios públicos con conectividad. Serán los Núcleos de Acceso al Conocimiento (NAC) y Puntos de Acceso Digital (PAD), que se construirán en conjunto con los gobiernos provinciales y municipales. 

 

Los NAC podrán incluir distintos módulos: una Sala WiFi para que los usuarios puedan conectarse a la red con su propia computadora; una Sala de Conexión equipada con computadoras; Salas de Capacitación para el dictado de cursos, talleres y charlas; un Microcine TDA donde se podrá ver la programación de la Televisión Digital Abierta y Salas de Juego. Cada uno podrá contener uno o más módulos según de la disponibilidad del espacio físico y de la necesidad de cada comunidad.

 

Por otro lado, los Puntos de Acceso Digital (PAD) son espacios públicos de conectividad dispuestos en diversas localidades del país donde habrá Internet gratis. Habrá dos tipos de PAD: los Verdes, que son al aire libre, y los Puntos Azules, que son espacios comunitarios públicos cerrados como, por ejemplo, las escuelas.

 

 

Despliegue de la Televisión Digital Abierta
 

Cristina Fernández además informó que para la implementación de la Televisión Digital Abierta (TDA) se delineó un primera fase para el desarrollo de los procesos de Recepción y Transmisión de Señales para la puesta en funcionamiento de esta nueva tecnología televisiva en una primera fase. 

 

"La primera fase contempla la instalación de 46 plantas transmisoras distribuidas en todo el país y el correspondiente despliegue del sistema de transmisión. Esta se encuentra dividida en etapas que marcan la cantidad de equipamiento que se emplaza en cada localidad", explicó Planificación.
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